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 PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 132/2019/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: ***********. ***********
AUTORIDAD DEMANDADA:

TESORERO MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a cuatro de noviembre de dos mil diecinueve.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 132/2019/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el dieciocho de febrero de dos mil diecinueve, compareció el C. ***********, por propio derecho, para demandar la nulidad del oficio número *********** de tres de enero de dos mil diecinueve, emitido por ***********, en su calidad de Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, mediante el cual se le finca un crédito fiscal por el equivalente a ciento cincuenta veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, que asciende a la cantidad de $*********** (*********** PESOS 00/100 M.N.).

II.- Por acuerdo de primero de marzo de dos mil diecinueve, previo cumplimiento al requerimiento formulado en auto de veinte de febrero de dos mil diecinueve, se admitió a trámite la demanda, y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las nueve horas con treinta minutos del día veintidós de abril de dos mil diecinueve, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, con la presencia de la autorizada de la parte actora y sin la asistencia de delegado alguno de la autoridad demandada, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que únicamente formuló alegatos la parte actora, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción III, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades estatales, donde se ejerce jurisdicción, mediante la determinación de un crédito fiscal.
SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada queda plenamente demostrada con el documento que corre agregado a folio 039 a 045 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho.

En cuanto al interés jurídico de la parte actora se encuentra plenamente acreditado, ya que el acto impugnado en el presente juicio lo constituye el acto contenido en el oficio número *********** de tres de enero de dos mil diecinueve, emitido por el***********Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, y del que se desprende aparece como destinatario del mismo, el C. ***********. De lo que se sigue lo evidente del interés que asiste al actor para combatir dicho acto en el presente juicio, ya que en el mismo se resolvió una situación jurídica concreta en relación con su esfera de derechos, ahí que resulta innegable que el compareciente cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

De igual forma, la legitimación de la parte demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el C. ***********, en su carácter de Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, autoridad demandada en el presente juicio, acreditando el carácter con que compareció, conforme a lo establecido en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mediante la copia certificada del nombramiento que le fue expedido, mismo que obra a foja 082 del presente expediente.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a folios 06 al 034 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

No obstante lo anterior, previo a hacer un pronunciamiento al respecto ésta Primera Sala Unitaria, considera llevar a cabo un estudio integral de la demanda, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada por parte del actor en su demanda de nulidad, puesto que la demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, lo que implica el estudio de dicha demanda en su integridad y no en razón solamente de sus conceptos de anulación.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio de jurisprudencia bajo el siguiente rubro y que se considera aplicable por analogía al caso que nos ocupa:

“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR. Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.”

QUINTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

A juicio de la Primera Sala Unitaria, en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.

Por su parte, la autoridad demandada si bien no aduce causal de improcedencia alguna, sí plantea a manera de excepción las consistentes en la “IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN” y “SINE ACTIONE AGIS”, argumentando sustancialmente que la resolución impugnada se encuentra debidamente fundada y motivada, y que además a la parte actora le corresponde probar la supuesta ilegalidad de la misma; sin embargo, a juicio de esta Sala Unitaria los argumentos en que la autoridad demandada sustenta las excepciones que hace valer corresponde al análisis que se haga del fondo del asunto, por tanto los argumentos de la autoridad demandada resultan inatendibles en este momento procesal.

En ese tenor, se tiene que del estudio practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que deban ser atendidas o examinadas de oficio, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- En primer término se debe de precisar que el acto impugnado se hace consistir únicamente en el “El crédito fiscal contenido en el oficio ***********, de fecha 3 de enero de 2019 (…), suscrito por la demandada ***********, en su calidad de Tesorero Municipal…”, el cual, como ya se dijo, se localiza a folios 039 a 045 del presente sumario.

Ahora bien, de la causa de pedir que se desprende del hecho 3 del apartado de antecedentes de la demanda, consistente en: “El 17 de octubre de 2018(sic), el C.P. ***********, supuesto Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, remite oficio a la Dirección de Ingresos con la finalidad de llevar a cabo la ejecución del apercibimiento consistente en multa a mi cargo, ello sin que se hubiere emitido, liquidado y notificado la misma”, en relación con la diversa manifestación contenida en el párrafo segundo de la página 9 del escrito de demanda, consistente en: “…toda vez que en ninguna parte del fundamento legal que señala, autoriza, faculta o legitima a dicho funcionario a imponer a la(sic) suscrito la carga consistente en determinación, liquidación y hasta requerimiento sin la previa notificación del acto administrativo…”, se colige que el actor aduce que el acto impugnado (crédito fiscal contenido en el oficio ***********), se emitió sin la previa notificación de la imposición de la multa que lo originó, es decir, niega se le haya dado a conocer la referida medida de apremio previamente a la emisión del acto aquí controvertido.

De esa guisa, se procede al estudio del motivo de disenso atendiendo a la causa de pedir, en cuanto a la negativa lisa y llana de que haya existido previa notificación de la multa que como medida de apremio impuso la diversa autoridad, el Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, mediante la determinación contenida en el acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, y que antecedió el manifestado crédito combatido contendido en el oficio *********** de 03 de enero de 2019, emitido por la aquí autoridad demandada el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, éste último, en el que de conformidad con las constancias exhibidas por la propia actora, únicamente se fija en cantidad liquida la referida sanción pecuniaria y se le requiere el pago de la misma.

Una vez precisado lo anterior, es menester conocer lo dispuesto en los artículos 18, 47, fracción II, inciso b), 67, 79 y 80, fracción III del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, del tenor siguiente:

“ARTICULO 18.- Es crédito fiscal, la determinación que haga en su favor la autoridad fiscal de contribuciones y/o accesorios a cargo de un contribuyente o responsable solidario. Cuando las leyes así lo señalen, podrá darse el carácter de crédito fiscal a otros adeudos de particulares en favor del Estado o municipios, únicamente para efectos de la aplicación del procedimiento administrativo de ejecución.”
“ARTICULO 47.- Son autoridades fiscales:

…

II. Municipales:

…

b) Los tesoreros municipales;

(…)”
“ARTICULO 67.- Las autoridades fiscales, podrán determinar los créditos fiscales a cargo de los contribuyentes, cuando éstos no hayan cumplido con su obligación o cuando por ley les corresponda hacer esta determinación.”

“ARTICULO 79.- Las autoridades fiscales exigirán el pago de los créditos fiscales que no hubieren sido cubiertos o garantizados dentro de los plazos señalados por la ley, mediante el procedimiento administrativo de ejecución.”

“ARTICULO 80.- También se ejercitará el procedimiento de ejecución, de acuerdo con las disposiciones de este Capítulo, para hacer efectivos:

…

III. Las sanciones pecuniarias, en favor del erario estatal o municipal, impuestas por las autoridades judiciales o administrativas;

(…)”
De la interpretación armónica de los preceptos transcritos, se deprende que las autoridades fiscales, como en la especie, el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, determinaran créditos fiscales cuando por ley le corresponda hacer esa determinación, como lo es el caso de adeudos en favor del Estado o municipios, únicamente para efectos de la aplicación del procedimiento administrativo de ejecución, aunado a que de manera expresa se establece que realizará dicho procedimiento para hacer efectivas, entre otras, las sanciones pecuniarias en favor del erario municipal, impuestas por las autoridades administrativas, como en el caso concreto, de la medida de apremio consistente en multa impuesta por la diversa autoridad, el Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del Ayuntamiento de San Luis Potosí; de donde se colige que dichos actos son independientes entre sí, es decir, por un lado se encuentra la determinación de las sanciones pecuniarias y por otro, la determinación de los créditos fiscales únicamente con la finalidad de hacerlas efectivas a través del procedimiento administrativo de ejecución.

Una vez precisado lo anterior, esta Sala Juzgadora advierte que el hecho alegado con antelación por el actor (notificación de la imposición de la medida de apremio), corresponde a una autoridad con carácter ordenadora, diversa a la aquí traída a juicio, por ende, no puede atribuirse tal omisión al Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en su carácter de autoridad ejecutora, para descalificar la legalidad de sus actos, pues para ello debió señalar concretamente como acto impugnado en su demanda, el consistente en la determinación de multa contenida en el acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho y, por ende, indicar como demandada en el juicio a aquella diversa autoridad con carácter ordenadora a afecto de hacerle el reproche respectivo, para que, en su caso, pudiera manifestar lo que a su derecho conviniera en defensa de sus respectivos actos de autoridad; aunado a que el actor no manifestó su desconocimiento, pues incluso lo exhibió junto con su escrito de demanda, ya que de las propias manifestaciones del impetrante consistentes en: “…el acto impugnado motiva su resolución a partir del oficio ***********, signado por el C.P. ***********(…), oficio del cual se advierte que no se adjunta al documento impugnado, sin embargo, se adjunta acuerdo que le precede de fecha diecisiete de octubre de 2018, suscrito por el mismo ***********, mediante el cual acuerda mediante resolutivo Quinto, enviar oficio a la Dirección de Ingresos a efecto de enviarle un tanto de las certificaciones…” (Énfasis añadido), confesión expresa de la parte actora que hace prueba plena, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y de cuyo contenido se advierte que el citado acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, se adjuntó al acto impugnado consistente en el oficio número *********** de 03 de enero de 2019, el cual como también lo reconoce el propio actor en el numeral 4 del apartado “VII.- ANTECEDENTES” de su demanda, le fue entregado el día 07 de enero de 2019; en consecuencia, la simple manifestación consistente en la omisión de la notificación respecto de la multa que como medida de apremio se le impuso al hoy actor en el citado acuerdo, deviene inoperante por inatendible.
En efecto, ya que si bien no pasa inadvertido para esta Sala Juzgadora, que aquella imposición de multa como medida de apremio, contenida en el acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, es antecedente del acto impugnado consistente en el oficio *********** de 03 de enero de 2019, no menos es verdad, que como ya se dijo, dichos actos son independientes, entre sí, para efectos de la procedencia del juicio, ya que por un lado se encuentra la imposición de la medida de apremio y por otro, la determinación del crédito fiscal únicamente para hacer efectiva dicha sanción pecuniaria a través del procedimiento administrativo de ejecución, además no debe soslayarse que dicha medida de apremio de conformidad con la hipótesis de procedencia contenida en la fracción V del artículo 7° de la Ley Orgánica de este Tribunal, constituye un acto impugnable de manera autónoma en el juicio, en virtud del fundamento legal en que se apoyó su emisión, esto es, una norma administrativa estatal y por la independencia que guarda la referida multa en relación con el procedimiento en el que se dictó, y en obviedad al procedimiento posterior para hacerla efectiva, por ende, el impetrante al no haber señalado el citado acuerdo que contiene la referida medida de apremio como acto impugnado, no puede ahora manifestar el desconocimiento de su notificación, atribuyendo dicha conducta a una autoridad diversa, como lo es a la única aquí traída a juicio (Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí), toda vez que dicho acto de notificación no es atribuible a ésta última; aunado a que pierde de vista el demandante que para la procedencia del estudio de la legalidad de los actos de autoridad en el juicio, además de que deben señalarse concretamente cuáles son éstos, al ser un procedimiento de estricto derecho, también debe existir una congruencia lógica jurídica o nexo jurídico, entre los referidos actos impugnados y las autoridades demandadas, tal como se colige de lo expuesto por el legislador en el artículo 230, fracción II, inciso a), del Código Procesal Administrativa para el Estado, en relación con el diverso 233, fracción II del propio Código, lo cual en la especie no acontece, al pretender el actor atribuir un actuar indebido a una autoridad a quien no le compete realizar la conducta reprochada (omisión de notificación de la multa impuesta como medida de apremio).
Cobra aplicación, por analogía, la Jurisprudencia 2a./J. 153/2013 (10a.), emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Décima 

Registro: 2005239 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 2, Enero de 2014, Tomo II 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 153/2013 (10a.) 

Página: 1534 

“MULTA IMPUESTA COMO MEDIDA DE APREMIO CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN II, DE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. ES IMPUGNABLE A TRAVÉS DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. Las medidas de apremio constituyen instrumentos jurídicos a través de los cuales el juzgador o la autoridad en el procedimiento administrativo pueden hacer cumplir coactivamente sus requerimientos o determinaciones, lo que implica que, una vez dictadas, se convierten en actos definitivos e independientes del procedimiento del que derivaron; por ello, cuando una autoridad perteneciente a la Procuraduría Federal del Consumidor, en el desempeño de sus atribuciones legales, impone como medida de apremio la multa prevista en el indicado precepto, ésta es impugnable a través del juicio contencioso administrativo ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en términos de la fracción III del artículo 14 de su Ley Orgánica, en virtud del fundamento legal en que se apoyó su emisión, esto es, una norma administrativa federal y por la independencia que guarda la multa en relación con el procedimiento en el que se dictó.

Contradicción de tesis 353/2013. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero en Materia Administrativa del Tercer Circuito y Cuarto del Décimo Quinto Circuito. 9 de octubre de 2013. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Tesis de jurisprudencia 153/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintitrés de octubre de dos mil trece.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de enero de 2014 a las 14:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de enero de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Asimismo ilustra lo anterior, por similitud de razón, la tesis del tenor siguiente:

Época: Novena 

Registro: 204208 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo II, Septiembre de 1995 

Materia(s): Común 

Tesis: XX.31 K 

Página: 512 

ACTO RECLAMADO. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE GARANTIAS SI EN LA DEMANDA SE SEÑALA A UNA AUTORIDAD DIFERENTE DE LA QUE EMITIO EL. Si el quejoso interpone una demanda de amparo, señalando como autoridad responsable ordenadora a una que no emitió el acto reclamado y sin que conste que ésta tuviese jurisdicción alguna en el asunto por impedimento, excusa o cualquier otra causa, es evidente que ante tal circunstancia opera la causal de improcedencia prevista en la fracción XVIII del artículo 73, en relación con el 11, ambos de la Ley de Amparo, por lo que debe sobreseerse el juicio constitucional, con apoyo en el artículo 74, fracción III, de la ley de la materia.

TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO CIRCUITO.

Amparo en revisión 200/95. Marco Antonio Orantes Ruiz. 29 de junio de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Angel Suárez Torres. Secretario: Ramiro Joel Ramírez Sánchez.

Cuanto más, en el acuerdo de admisión de demanda se precisó como acto impugnado, únicamente el consistente en el oficio número *********** de tres de enero de dos mil diecinueve, emitido por ***********, en su calidad de Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, sin que dicho proveído admisorio hubiese sido recurrido por alguna de las partes, de ahí que el mismo haya quedado firme en el presente juicio, por lo que la materia de litis quedó circunscrita, sólo a dicho acto de autoridad.
En adición a lo anterior, cabe destacar que el actor no realiza un razonamiento lógico jurídico del cual se advierta alguna afectación a su esfera jurídica de derechos por tal circunstancia, es decir, un razonamiento del cual se desprenda que por la supuesta omisión de notificar la imposición de la medida de apremio de mérito, se afectaron sus defensas y trascendió trascendido al sentido del acto aquí controvertido, contenido en el oficio *********** de 03 de enero de 2019, tal como se colige es necesario para declarar que un acto es ilegal, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 250, fracciones II y III del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues conforme a dicho precepto, no solo se precisa demostrar que existe la omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, así como vicios del procedimiento, sino además es menester, que tales omisiones o vicios necesariamente, afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, lo cual no se hace patente con la simple manifestación del actor en cuestión; máxime como ya quedó dilucidado en párrafos precedentes, el impetrante conocía con anterioridad a la presentación de la demanda, el acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho –visible en autos a folios 061 y 062-, por lo que tenía expedito su derecho para señalarlo como acto impugnado en el juicio, así como traer en defensa de dicho acto a la autoridad responsable de su emisión y en su caso, reprocharle la multicitada omisión de notificación, lo cual no aconteció, por ende, tal circunstancia manifestada es insuficiente para descalificar el mérito de la decisión del acto impugnado (oficio *********** de 03 de enero de 2019); de ahí que se reitera, lo ineficaz de la simple manifestación del actor en estudio, ya que no va dirigida a descalificar la legalidad del citado acto de autoridad impugnado y, esta Sala Unitaria debe considerar al pronunciar sentencia, que los actos impugnados, como es el contenido en el oficio *********** de 03 de enero de 2019, gozan de presunción de legalidad, conforme a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 248 del propio Código Procesal, por lo que debió ser desvirtuada por la parte actora, lo cual en el caso concreto, no aconteció.
Tienen aplicación, por analogía, las Jurisprudencias Nos. I.6o.C. J/15, IV.3o.C. J/1 y V.2o. J/1, sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito y por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, visibles en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XII, XXI y I; Julio 2000, Junio 2005 y Abril 1995; Páginas 621, 655 y 70, respectivamente; que establecen:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES, CUANDO NO ATACAN LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA IMPUGNADA. Los conceptos de violación resultan inoperantes si los argumentos que aduce la quejosa no atacan las consideraciones de la sentencia impugnada.”

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. SON AQUELLOS QUE ATACAN CONSIDERACIONES AJENAS A LA LITIS CONSTITUCIONAL. De la correcta interpretación sistemática de los artículos 76 bis, 77, 78, 158, 163 y 190 de la Ley de Amparo, en relación con el principio procesal de congruencia que debe observarse en toda resolución jurisdiccional, se advierte que la litis constitucional en el juicio de amparo directo se integra, por regla general, con la demanda de garantías y el informe justificado que rinda la autoridad responsable; por tanto, para que en la ejecutoria que emita el Tribunal Colegiado se observe tal principio, deberá acotar su decisión a lo que constituya la materia de la litis en el juicio uniinstancial, esto es, deberá existir identidad jurídica entre lo resuelto por el tribunal y lo que es materia de la controversia en el juicio de amparo, entendida ésta como las cuestiones de hecho y de derecho que se deben ponderar para decidir si el acto reclamado resulta o no violatorio de garantías constitucionales; en esa virtud, si el juicio de garantías se admite respecto de una sentencia definitiva pronunciada en segunda instancia y el quejoso en la demanda de amparo formula conceptos de violación dirigidos a combatir el fallo de primer grado, procede calificarlos de inoperantes por no cuestionar las consideraciones que invoque el tribunal ad quem para emitir aquélla, pues de no interpretarse así, se llegaría al absurdo de que el órgano jurisdiccional federal se pronunciara sobre cuestiones que no formen parte de la contienda constitucional, lo que indefectiblemente traería como consecuencia que se pronuncie una sentencia violatoria del citado principio.”

“CONCEPTOS DE VIOLACION INOPERANTES. Son aquellos en que no se atacan jurídicamente los razonamientos que la responsable esgrimió para fundar la resolución reclamada, por lo que el tribunal de amparo no está en aptitud de estudiar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de dicha resolución, pues de hacerlo, supliría la deficiencia de la queja, cuando no está autorizada tal suplencia por el artículo 76 bis de la Ley de Amparo.”

SÉPTIMO.- En el Primer concepto de impugnación de la demanda, el actor sustancialmente arguye que la resolución impugnada es ilegal, toda vez que el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, es incompetente para conocer y determinar el “crédito fiscal” que controvierte, ya que de los ordenamientos legales citados en el mismo, no le otorgan competencia material, territorial y por grado para ello.
Continúa manifestando el actor, que los preceptos que se citan en el Considerando Tercero del acto impugnado, se refieren a las facultades de la autoridad investigadora, carácter con que no cuenta la Tesorería Municipal, y por otra parte, se señala el ordinal 80, fracción III del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, supuesto el cual no se actualiza en el presente asunto, pues como se advierte del último renglón de la página 01 del citado acto, “apenas se pretende determinar crédito fiscal”, por lo que no se le otorgan atribuciones y facultades al Tesorero municipal para determinar e imponer el “crédito fiscal” combatido; aunado a como se advierte de los antecedentes, el mismo deviene de la imposición de una medida de apremio, de ahí lo incorrecto e incongruente de la emisión del acto impugnado; en consecuencia, no se encuentra plasmado en ninguna parte de la “Ley Orgánica del Municipio Libre(sic) y los Reglamentos Municipales Respectivos”, “la facultad legal de imponerme crédito fiscal por medida de apremio de una autoridad distinta”. Finalmente, solicita a esta Sala Unitaria la revisión oficiosa de dicha competencia.

Por su parte, la autoridad demandada al formular su contestación de demanda, sostiene la legalidad y validez de la resolución impugnada.

Una vez analizados los argumentos de las partes, esta Primera Sala Unitaria considera que el concepto de impugnación en estudio es infundado, para provocar la nulidad de la resolución impugnada, de conformidad con lo siguiente:

La garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios, siendo por tanto un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, en tanto ésta sólo puede hacer lo que la ley le permite.

En ese sentido, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como la Segunda Sala del Alto Tribunal se han pronunciado sentando las Jurisprudencias P./J. 10/94, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de mil novecientos noventa y cuatro, Octava Época, página 12; y 2a./J. 115/2005, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, septiembre de 2005, página 310, respectivamente, bajo la voz: 

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACION ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.”
“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”
En el expediente del presente juicio, obra el acto impugnado consistente en el oficio número *********** de 03 de enero de 2019, emitido por el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, quien para fundar su competencia citó como fundamentos, entre otros, los artículos 79, 81, fracciones III, V y VII de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí; 121, 122 y 123, fracciones VI, VII, VIII, XI, XIII y XXVI del Reglamento Interno del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí; 18, 47, fracción II, inciso b), 50, 67, 71, 79 y 80, fracción III del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí; y 46, fracción II de la Ley de Ingresos del Municipio de San Luis Potosí; los cuales establecen lo siguiente:

LEY ORGÁNICA DEL MUNICIPIO LIBRE DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. 

“ARTICULO 79. Para el control del erario municipal cada Ayuntamiento contará con un Tesorero, mismo que no deberá guardar parentesco con ninguno de los integrantes del Ayuntamiento, conforme a lo establecido por la legislación de responsabilidades de los servidores públicos aplicable.

(…)”
“ARTICULO 81. Son facultades y obligaciones del Tesorero:

…

III. Determinar, liquidar y recaudar los impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos que correspondan al Municipio conforme a la respectiva ley de ingresos municipal y demás leyes fiscales; así como administrar las participaciones y transferencias en contribuciones federales y estatales;

…

V. Vigilar el cumplimiento de la leyes, reglamentos y demás disposiciones de carácter fiscal;

…

VII. Ejercer la facultad para hacer efectivo el pago de las contribuciones cuyo cobro le corresponda al municipio;

(…)”
REGLAMENTO INTERNO DEL MUNICIPIO LIBRE DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. 

“Artículo 121.- La Tesorería Municipal es el órgano ordinario de recaudación de los ingresos municipales. Asimismo, realizará las erogaciones que deba hacer el Ayuntamiento, con las excepciones que señale la Ley.”

“Artículo 122.- La Tesorería Municipal estará a cargo de un Tesorero Municipal, que será designado por el Ayuntamiento a propuesta del Presidente Municipal.

“Artículo 123.- El Tesorero tendrá las siguientes facultades, sin perjuicio de las que le señala la Ley Orgánica.

…

VI.- Recaudar y controlar los ingresos del Gobierno Municipal, satisfaciendo al mismo tiempo las obligaciones del fisco, pudiendo actuar a través de sus dependencias o auxiliado por otras autoridades.

VII.- Verificar, por sí mismo o por medio de sus subalternos, la recaudación de las contribuciones municipales de acuerdo con las disposiciones generales.

…

VIII.- Cuidar de la puntualidad de los cobros, de la exactitud de las liquidaciones, de la prontitud en el despacho de los asuntos de su competencia, y del bueno orden y debida comprobación de las cuentas de ingresos y egresos.

…
XI.- Activar el cobro de las contribuciones con la debida eficacia; cuidando que los recargos no aumenten.
…

XIII.- Cuidar que las multas impuestas por las autoridades municipales ingresen a la Tesorería Municipal.

…

XXVI.- Las demás que le señalen las leyes y reglamentos aplicables.”
CÓDIGO FISCAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

“ARTICULO 18.- Es crédito fiscal, la determinación que haga en su favor la autoridad fiscal de contribuciones y/o accesorios a cargo de un contribuyente o responsable solidario. Cuando las leyes así lo señalen, podrá darse el carácter de crédito fiscal a otros adeudos de particulares en favor del Estado o municipios, únicamente para efectos de la aplicación del procedimiento administrativo de ejecución.”
“ARTICULO 47.- Son autoridades fiscales:
…

II. Municipales:

…

b) Los tesoreros municipales;
(…)”
“ARTICULO 50.- La administración y la recaudación de los impuestos y demás ingresos propios del Estado y de los municipios, estarán a cargo de las autoridades fiscales de los mismos, con excepción de los casos en que se encomiende expresamente la recaudación de los ingresos a otros organismos o a instituciones de crédito y establecimientos comerciales.”
“ARTICULO 67.- Las autoridades fiscales, podrán determinar los créditos fiscales a cargo de los contribuyentes, cuando éstos no hayan cumplido con su obligación o cuando por ley les corresponda hacer esta determinación.”
“ARTICULO 71.- Los créditos fiscales determinados por las autoridades deberán pagarse o garantizarse dentro del plazo de cuarenta y cinco días siguientes a su notificación, en las oficinas o establecimientos autorizados.”
“ARTICULO 79.- Las autoridades fiscales exigirán el pago de los créditos fiscales que no hubieren sido cubiertos o garantizados dentro de los plazos señalados por la ley, mediante el procedimiento administrativo de ejecución.”

“ARTICULO 80.- También se ejercitará el procedimiento de ejecución, de acuerdo con las disposiciones de este Capítulo, para hacer efectivos:
…

III. Las sanciones pecuniarias, en favor del erario estatal o municipal, impuestas por las autoridades judiciales o administrativas;

(…)”
LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ.

TÍTULO SEXTO 
APROVECHAMIENTOS 

CAPÍTULO ÚNICO 
APROVECHAMIENTOS DE TIPO CORRIENTE 

SECCIÓN PRIMERA 
MULTAS ADMINISTRATIVAS 

“ARTÍCULO 46.- Constituyen el ramo de multas a favor del Fisco Municipal las siguientes:
…

II.- MULTAS DIVERSAS.- Estas multas corresponden a infracciones a leyes, reglamentos, ordenamientos, disposiciones, acuerdos y convenios municipales, y se determinarán de acuerdo con lo establecido en dichas leyes o reglamentos, o en su defecto, por lo preceptuado en la Ley de Hacienda para los Municipios de San Luis Potosí, o el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

(…)”
Conforme a los preceptos transcritos, se desprende que el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, está facultado, entre otras cosas, para determinar, liquidar y recaudar  los impuestos y demás ingresos propios que correspondan al Municipio, como son los aprovechamientos por la imposición de multas administrativas; así como para recaudar y controlar los ingresos del Gobierno Municipal; verificar la recaudación de las contribuciones municipales; y cuidar de la puntualidad de los cobros y la exactitud de las liquidaciones; asimismo como para ejercer la facultad para hacer efectivo el pago de las contribuciones cuyo cobro le corresponda al Municipio. 
Aunado a que expresamente se establece, que son autoridades fiscales, entre otras, los tesoreros municipales, quienes estarán a cargo de la administración y la recaudación de los impuestos y demás ingresos propios de los municipios, y quienes podrán determinar créditos fiscales cuando por ley les corresponda hacer dicha determinación, entendiéndose por éstos, no solo la determinación de contribuciones y/o accesorios a cargo de un contribuyentes o responsable solidario, sino también tendrán ese carácter, la determinación que haga en su favor la referida autoridad fiscal respecto a otros adeudos en favor del Municipio, tal como lo son, las sanciones pecuniarias (multas) en favor del erario municipal, impuestas por las autoridades administrativas, únicamente para efectos de la aplicación del procedimiento administrativo de ejecución.

Cabe precisar, que en la especie contrario a lo argüido por la parte actora, no se actualiza competencia por razón de grado, ya que de conformidad con los preceptos antes transcritos, en particular, los artículos 79 “Para el control del erario municipal cada Ayuntamiento contará con un Tesorero”, de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí; 121 “La Tesorería Municipal es el órgano ordinario de recaudación de los ingresos municipales.” y 122 “La Tesorería Municipal estará a cargo de un Tesorero Municipal”, del Reglamento Interno del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, se colige que por antonomasia y como autoridad de mayor jerarquía al efecto, es el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, quien ejercerá las atribuciones anteriormente citadas, sin que dependa jerárquicamente de otra autoridad para ejercer las mismas.

Con base en los elementos anteriores, esta Primera Sala Unitaria crea convicción de que el citado acto cumple con el requisito de la debida fundamentación de la competencia de la autoridad previsto por el artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el diverso 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que para fundar la competencia del funcionario emisor del acto impugnado en cuestión, se citaron los artículos 81, fracciones III y VII de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí; 121, 122 y 123, fracciones VI, VII, VIII, XI, XIII y XXVI del Reglamento Interno del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, en relación con los diversos 18, 47, fracción II, inciso b), 67, 79 y 80, fracción III del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí; y 46, fracción II de la Ley de Ingresos del Municipio de San Luis Potosí, conforme a los cuales, se advierte que el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, tiene la facultad para determinar, liquidar y recaudar  los impuestos y demás ingresos propios que correspondan al Municipio, como son los aprovechamientos por la imposición de multas administrativas en el Municipio; asimismo, para determinar créditos fiscales cuando por ley le corresponda hacer dicha determinación, únicamente para efectos de la aplicación del procedimiento administrativo de ejecución, como en la especie, hacer efectivas, entre otras, las sanciones pecuniarias en favor del erario municipal impuestas por las autoridades administrativas, tal como lo es, la multa que como medida de apremio impuso al hoy actor la diversa autoridad administrativa, consistente en el Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; y donde además se desprende, que dicha Tesorería Municipal al ser el órgano ordinario de recaudación de los ingresos municipales, ejercerá tal atribución en todo el territorio del Municipio de San Luis Potosí.
En efecto, a consideración de esta Sala Juzgadora el acto cuestionado, se encuentra debidamente fundado y motivado en cuanto a la competencia del Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, toda vez que dicho acto se emitió únicamente para hacer efectiva la multa que como medida de apremio le impuso al hoy actor el Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y, para tal efecto, fijó en cantidad liquida la referida sanción pecuniaria y requirió el pago de la misma, con el apercibimiento de que en caso de ser omiso en dar cumplimiento al requerimiento de pago citado, se seguiría el procedimiento administrativo de ejecución hasta su total conclusión, es decir, se hizo exigible la referida sanción pecuniaria una vez determinado el crédito fiscal a su cargo correspondiente, en donde se fijó en cantidad liquida la multa equivalente a ciento cincuenta veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización de mérito; tal como se advierte de la propia resolución impugnada:
“Esta Tesorería Municipal, con sede en el Municipio de San Luis Potosí, de conformidad con los artículos (…), procede a determinar crédito fiscal, conforme a lo siguiente:

RESULTANDO

PRIMERO.- El veintiséis de noviembre de los mil dieciocho, se recibió en la Tesorería con circunscripción en el Municipio de esta Capital, el oficio número *********** firmado por el (…), Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, quien (…), solicita a la Tesorería Municipal de esta Capital, que haga efectiva la medida de apremio consistente en multa equivalente a ciento cincuenta días de unidades de medida y actualización, de conformidad con el artículo 99, fracción I de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí (…).

(…)

CONSIDERANDO

…

Para tal efecto, esta autoridad (…), determina crédito fiscal a cargo del Contador Público ***********, quien fungió como *********** de esta Capital, a partir del día 22 de marzo de dos mil dieciocho al día treinta de septiembre de dos mil dieciocho, equivalente a ciento cincuenta días de unidades de medida y actualización que ascienden a la cantidad de $12,090.00 (…).
La cantidad precisada, es el resultado de multiplicar ciento cincuenta veces el valor diario de la unidad de medida y actualización, que asciende a $80.60 (…),  a que se refiere el artículo transitorio del Decreto por el que se declaran reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de desindexación del salario mínimo, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintisiete de enero de dos mil dieciséis (…).

RESUELVE

PRIMERO.- Requiérase al C.P. ***********, para que dentro del término de cuarenta y cinco días que establece el artículo 71, del Código Tributario vigente en el Estado, pague o en su caso garantice el crédito fiscal determinado en la presente resolución, apercibido que en caso de ser omiso en dar cumplimiento al presente requerimiento de pago, se seguirá el procedimiento administrativo de ejecución hasta su total conclusión, en cuyo caso, se procederá a embargar bienes suficientes para rematarlos, enajenarlos en subasta o adjudicarlos en favor del fisco municipal, generándose a su cargo gastos de ejecución por cada una de las diligencias que se practiquen, de conformidad con los artículo 13 y 82 del Código Fiscal de esta Entidad.”
En esa tesitura, debe sostenerse que la resolución impugnada contenida en el oficio número *********** de 03 de enero de 2019, se encuentra debidamente fundada y motivada en cuanto a la competencia del Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en concordancia a lo establecido en el artículo 16 Constitucional y en relación con el diverso 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En virtud de lo anterior, no existe la necesidad de realizar un estudio oficioso de la competencia solicitada por la parte actora, ya que con lo anteriormente expuesto, es suficiente para advertir el cumplimiento de la exigencia constitucional y legal citadas, respecto de la competencia plasmada en el acto impugnado.
Sin que sea óbice a lo anterior en el Considerando Tercero del acto impugnado, también se citen los diversos artículos 74, fracción I, 75, 76, 92, 93, 96, 97, 98 y 99, fracción I de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí; pues si bien como aduce la actora, corresponden, entre otras, a las facultades propias de las “autoridades investigadoras”, como es la imposición de las medidas de apremio a efecto de hacer cumplir sus determinaciones, y no así a las conferidas a la Tesorería Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí; también cierto lo es, que de la lectura correcta a dicho apartado del acto controvertido, se advierte que tal referencia normativa hace alusión a los términos en que la Contraloría Interna del Municipio de San Luis Potosí, emitió la sanción administrativa impuesta al hoy actor, no así como atribuciones propias ejercidas en el acto impugnado por el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, por ende, tal circunstancia no trasciende en las facultades ejercidas por éste último, aunado que quedó dilucidado en párrafos precedentes, que dicho Tesorero Municipal en el acto combatido (*********** de 03 de enero de 2019), no impone multa como medida de apremio alguna al hoy actor, o carga jurídica diversa a la determinación del crédito fiscal respectivo y al requerimiento de pago correspondiente, atribuciones ejercidas respecto de las que sí citó los fundamentos competenciales que sustentan las mismas; de ahí que la cita de los referidos preceptos no afecta la esfera jurídica del impetrante y, por ende, tampoco a la legalidad del acto impugnado.
Máxime, la fundamentación excesiva de los actos de autoridad, no genera indefensión ni incertidumbre jurídica a los impetrantes, siempre que las autoridades, como en la especie, citen las porciones normativas que confieren las atribuciones efectivamente ejercidas, es decir, para colmar la exigencia constitucional establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, basta con citar en los actos de autoridad los preceptos que contengan la facultad ejercida, lo cual sucedió en el caso particular.

Resulta aplicable, la Jurisprudencia por reiteración número XV.4o. J/10, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Novena 

Registro: 168128 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXIX, Enero de 2009 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: XV.4o. J/10 

Página: 2462 

“FUNDAMENTACIÓN EXCESIVA DE LOS ACTOS DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. NO GENERA INDEFENSIÓN NI INCERTIDUMBRE JURÍDICA EN EL PARTICULAR, SIEMPRE QUE ÉSTAS CITEN LAS PORCIONES NORMATIVAS EN QUE SUSTENTEN LAS ATRIBUCIONES EJERCIDAS. Para estimar cumplida la garantía de fundamentación y motivación a que se refiere el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para todo acto de autoridad, se requiere de la adecuación entre motivos y fundamentos. Ahora bien, si la fundamentación llega a ser excesiva por señalarse preceptos en cuyas hipótesis no encuadra la actuación de la autoridad administrativa, tal exceso no produce indefensión ni incertidumbre jurídica en el particular, siempre que ésta cite las porciones normativas en que sustente las atribuciones ejercidas y que, además, hubiere motivado el porqué se apoyó en ellas, esto es, su adecuación al caso concreto, dado que en dicho supuesto el gobernado tendrá pleno conocimiento de los motivos y fundamentos que rigen el acto de autoridad que invade su esfera legal y, por tanto, estará en plenas condiciones de desplegar una adecuada defensa. Lo anterior se ejemplifica cuando la autoridad funda su actuación en diversas fracciones del artículo 144 de la Ley Aduanera, si dentro de ellas encuentra sustento la función realizada.”
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO.

Nota: Por ejecutoria del 18 de octubre de 2017, la Segunda Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 263/2017 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que no son discrepantes los criterios materia de la denuncia respectiva.

En el mismo sentido, no es obstáculo a la determinación anterior, que la parte actora señale que se citó como fundamento del acto impugnado, también el artículo 80, fracción III del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, aduciendo que dicho supuesto no se actualiza en el presente asunto, ya que se advierte de la página 01 de tal acto, que “apenas se pretende determinar crédito fiscal”; pues a consideración de esta Primera Sala Unitaria, dicha manifestación deviene infundada.
Lo anterior es así, ya que si bien el precepto legal citado y que fue transcrito en párrafos precedentes, establece la atribución de las autoridades fiscales para ejercer el procedimiento administrativo de ejecución, a efecto de hacer efectivas, entre otras, las sanciones pecuniarias en favor del erario municipal, impuestas por las autoridades administrativas, tal como lo constituye la multa impuesta como medida de apremio al hoy actor en comento; también cierto lo es, que la cita del artículo 80, fracción III del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, no le genera indefensión ni incertidumbre jurídica con relación a la competencia de la autoridad demandada para emitir el crédito fiscal impugnado, como injustificadamente pretende hacer valer el actor, ya que de conformidad con lo antes expuesto respecto al tema de fundamentación excesiva de los actos de autoridad, en su caso, tal circunstancia no trasciende a la facultad ejercida para determinar el referido crédito fiscal, ya que como se dilucidó en párrafos precedentes, respecto de ésta última se citaron los preceptos competenciales que otorgaron la citada atribución al Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, por lo que contrario a lo argüido por el impetrante, se reitera, que al haberse citado en el oficio número *********** de 03 de enero de 2019, los fundamentos que le otorgan competencia al referido Tesorero para emitirlo, se satisfizo la exigencia constitucional consagrada en el artículo 16 Constitucional; razones por las cuales, devienen ineficaces los argumentos en estudio.

Sólo para robustecer lo anterior, el actor pierde de vista que el inicio del procedimiento administrativo de ejecución, se encuentra determinado por la emisión de la orden de requerimiento de pago, lo cual se desprende de lo dispuesto por el artículo 89, en relación precisamente con el precepto alegado antes citado (artículo 80, fracción III), ambos del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, pues al hacerse exigible todo crédito fiscal, como en la especie, de facto, las sanciones pecuniarias en favor del erario municipal, impuestas por las autoridades administrativas, se hace necesario que exista una resolución en la que se ordene requerirle el pago del importe de tal crédito; luego, si como se advierte del oficio impugnado número *********** de 03 de enero de 2019, no solo se determinó el crédito fiscal a efecto de fijar en cantidad liquida la referida multa equivalente en ciento cincuenta veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, sino como se desprende del resolutivo primero, además se ordenó el requerimiento de pago respectivo, es evidente que tal orden de requerimiento de pago del importe del crédito fiscal cuestionado, es parte del procedimiento administrativo de ejecución para hacer efectiva la referida sanción pecuniaria, ya que no debe confundirse al ser totalmente independientes, la emisión de la orden o resolución de requerimiento con la diligencia de requerimiento que es la consecuencia de aquélla; de ahí que, se reitera, lo ineficaz del agravio en estudio.

Ilustra lo anterior, por analogía, la tesis I.9o.A.65 A, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Novena 

Registro: 185680 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XVI, Octubre de 2002 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: I.9o.A.65 A 

Página: 1429 

“PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN. SU INICIO ESTÁ DETERMINADO POR LA EMISIÓN DE LA ORDEN DE REQUERIMIENTO DE PAGO. El procedimiento administrativo de ejecución se inicia con la emisión de la orden o resolución de requerimiento de pago del crédito o créditos que se hayan hecho exigibles, lo cual se desprende de lo dispuesto por los artículos 145, párrafo primero, 151, párrafo primero y 152, párrafo primero, todos ellos del Código Fiscal de la Federación, por razón de que al hacerse exigible todo crédito fiscal, se hace necesario que exista una resolución, debidamente fundada y motivada, en la que se ordene requerirle el pago del importe de tales créditos fincados al contribuyente deudor. Aunado a que dicho acto de emisión de la orden de requerimiento es totalmente independiente a la diligencia de requerimiento que es la consecuencia de aquélla.”

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Revisión fiscal 140/2002. Administradora Local Jurídica del Sur del Distrito Federal, en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público y otras. 3 de julio de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Germán Cendejas Gleason. Secretario: Jorge C. Arredondo Gallegos.

OCTAVO.- Se procede al análisis de los conceptos de impugnación Segundo, Tercero, Cuarto y Quinto de la demanda, por su estrecha relación entre sí, en los que el actor sustancialmente arguye que el acto impugnado es ilegal, toda vez que contraviene lo dispuesto en los artículo 16 de la Constitución Federal, 164, fracción VI, 165, fracciones I y II del Código Procesal(sic) y 46, fracción IV del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, pues constituye un acto que carece de fundamentación y motivación para “…arribar a la conclusión de imponerme una sanción de $***********, convirtiendo el mismo en un simple acto autoritario evidente y notoriamente ilegal, ya que procede a imponer la sanción, sin antes hacer un razonamiento pormenorizado y exhaustivo de los dispositivos legales aplicables y la imposición de la sanción, es decir, ni siquiera señala con claridad cómo es que llego al arribo de imponerme tal sanción y donde se encuentra establecida la misma en la Ley.”
En el concepto de impugnación Tercero del escrito de demanda, el impetrante arguye que el acto impugnado es ilegal, concretamente porque es expedido mediando error de hecho y de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, pues como se advierte de los anexos que se adjuntan al crédito fiscal controvertido, el requerimiento fue realizado única y exclusivamente para el caso de que no se atendiera el mismo, como se aprecia en el oficio número CM/AF-75/2018, empero, el requerimiento fue atendido mediante el diverso número TM/1070/2018; luego entonces, no existe adecuación entre el apercibimiento y la “imposición de la multa”, al no actualizar el supuesto consistente en la “ausencia total y absoluta” para atender el citado requerimiento, en consecuencia, resulta improcedente la aplicación de la medida de apremio.
En el concepto de impugnación Cuarto del escrito de demanda, el enjuiciante aduce que el acto impugnado es ilegal, toda vez que en ningún momento la “autoridad impositiva” razona su arbitrio de imposición de multas, omitiendo exponer los argumentos fácticos y jurídicos respectivos.
Continúa señalando el impetrante, que en la fracción I del artículo 99 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, se faculta a las autoridades para poder hacer uso de la medida de apremio consistente en multa, hasta la cantidad equivalente de cien a ciento cincuenta veces el valor diario de la unidad de medida y actualización, lo cual implica que para imponer una “multa fiscal” en cuantía superior al mínimo, es necesario que las autoridades razonen el uso de su arbitrio, y que expongan los razonamientos y las circunstancias de hecho y de derecho, motivación que incluso debe contener un examen personalizado de la individualización de la sanción, exponiendo como son, las circunstancias socioeconómicas, de intencionalidad y de reincidencia, lo que no aconteció; en ese sentido, no se individualiza la aplicación de la sanción, y en virtud de que existe una “ausencia total” de fundamentación y motivación, lo dejó en estado de indefensión al no poder combatir actos imprecisos y carentes de requisitos legales.

En el Quinto concepto de impugnación, el impetrante arguye sustancialmente que el crédito fiscal impugnado es ilegal, toda vez que emana de actos viciados, por los siguientes motivos:

“En efecto el acto impugnado motiva su resolución a partir del oficio CM/AF/290/2018, signado por el C.P. ***********, supuesto Coordinador General de Investigación y Auditoria Administrativa quien en términos de dicho oficio, solicita al Tesorero Municipal(sic) haga efectiva la medida de apremio consistente en multa equivalente a ciento cincuenta días de unidades de medida y actualización, oficio del cual se advierte que no se adjunta al documento impugnado, sin embargo, se adjunta acuerdo que le precede de fecha diecisiete de octubre de 2018, suscrito por el mismo ***********, mediante el cual acuerda mediante resolutivo Quinto, enviar oficio a la Dirección de Ingresos a efecto de enviarle un tanto de las certificaciones y esté en posibilidades de llevar a cabo la ejecución del apercibimiento consistente en multa hacia el suscrito.
…
Se advierte en el presente asunto que ***********, no tiene competencia para determinar ni ordenar la imposición de la sanción que me es impuesta, y no consta en autos ni su nombramiento y adscripción, lo que me deja en evidente estado de indefensión.
Efectivamente el supuesto coordinador mediante el oficio y acuerdo antes descritos procede a determinar mi situación haciendo una calificación del oficio mediante el cual doy cumplimiento al requerimiento origen del presente, para enseguida concluir fuera de todo procedimiento establecido en la normatividad aplicable que me debe ser iniciada la ejecución de la sanción, aun y cuando no me ha sido determinado y cuantificado crédito fiscal alguno.
Ante tales circunstancias es pertinente realizar las siguientes observaciones:
1.- ***********(sic) no acredita su personalidad, ni justifica tener la calidad de coordinador general de investigación y auditoría administrativa.

2.- En el acuerdo citado no se señala el marco normativo que le da atribuciones y competencia al supuesto coordinador general de investigación y auditoria administrativa, para llevar a cabo las acciones que realiza.

3.- No se acompaña al crédito fiscal impugnado el oficio CM/AF/290/2018, a que hace referencia.
4.- El acuerdo de fecha 28 de septiembre(sic) y que se señaló como antecedente del oficio CM/AF/290/2018, mediante el cual el Tesorero Municipal determina crédito fiscal(sic) en mi perjuicio, no resuelve dar cuenta al Tesorero municipal respecto a la determinación de un crédito fiscal, ni a realizarme requerimiento alguno, pues solo resuelve requerirle por información y a quien determina ordenar que por su conducto yo sea requerido es a la Dirección de Ingresos, lo que implica que *********** no dio cumplimiento a sus propias determinaciones.
…
***********, carece de atribuciones y competencia para resolver y determinar mi situación jurídica respecto de la medida de apremio que me es impuesta, incluyendo el envío de dicha determinación pues además de que no comprueba la calidad que presume ostentar, tal puesto con esa denominación no le otorga facultades para resolver y determinar respecto de medidas de apremio (…).

…

Como su señoría puede apreciar, el acto reclamado en este concepto de violación, carece de la fundamentación de la competencia de quien lo emite como servidor público municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, puesto que en el texto del oficio cuestionado, no se establece ningún dispositivo del REGLAMENTO INTERNO DEL MUNICIPIO LIBRE DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P. en vigor, situación que niego lisa y llanamente.
En consecuencia, quedo en estado de indefensión para analizar si quien signó dicho acto, cuenta con competencia y facultades suficientes para emitirlo, y su el cargo que ostenta efectivamente existe dentro de la estructura orgánica del Ayuntamiento Municipal de San Luis Potosí, S.L.P. y al no ser así, el oficio que se controvierte es inconstitucional, razón suficiente para otorgar la protección solicitada.
No debe olvidarse que en términos del artículo 115 Constitucional, los Estado de la República, tiene como base de su división territorial y organización política y administrativa, el municipio libre.
En razón de ello, es obligación de todo servidor público que se ostenta como perteneciente o adscrito a un Municipio, de fundar en los actos que emita, el fundamento competencial que le otorgue facultades para actuar en uno u otro sentido, dentro de la división territorial y organización política y administrativa, conocida como municipio libre.

Luego entonces es a todas luces claro, que en los actos a que me refiero en este concepto de impugnación, el signante del mismo no menciona fundamento competencial alguno que acredite su existencia y facultades como servidor público del Municipio de San Luis Potosí, S.L.P., al no invocar precepto alguno del Reglamento Interno de dicha división territorial del Estado de San Luis Potosí, a la que dice pertenecer o estar adscrito.
Ello me impide analizar la suma de sus facultades y atribuciones, y si efectivamente, existe el cargo o función pública de coordinador general de investigación y auditoría administrativa, dentro de la demarcación territorial y división política y administrativa a la que dice pertenecer la autoridad responsable, lo que indudablemente me deja en estado de indefensión.

…

Luego entonces si la determinación de *********** de(sic) funda en los acuerdos y resoluciones tomados por ***********, y éste no cuenta con las atribuciones y capacidad jurídica suficiente para emitir sus actos, es clara la ilegalidad del acto impugnado, y por tal motivo procede la nulidad del mismo.”
(Énfasis añadido)

Por su parte, la autoridad demandada al formular su contestación de demanda, sostiene la legalidad y validez del acto impugnado.

Una vez analizados los argumentos de las partes, esta Primera Sala Unitaria considera que los conceptos de impugnación en estudio son por una parte infundados, y por otra parte inoperantes, para provocar la nulidad del acto impugnado consistente en el oficio número *********** de 03 de enero de 2019, de conformidad con lo siguiente:

Al efecto, cabe precisar que de las documentales exhibidas como prueba por la propia actora para acreditar su pretensión, se desprenden los siguientes hechos:

· Que mediante oficio CM/AF/1299/2018 de 06 de agosto de 2018, el Contralor Interno Municipal, requirió al C. *********** hoy actor, en su carácter de entonces *********** del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, remitiera copia certificada de la documentación relativa al resultado 9 (nueve) de la Auditoría número ***********, respecto a “Recursos del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal”, realizada al Municipio de San Luis Potosí, por conducto de la Auditoría Superior de la Federación;

· Que por oficio TM/1070/2018 de 28 de septiembre de 2018, el C. *********** hoy actor, entonces *********** del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, dio respuesta al oficio de requerimiento número CM/AF/1299/2018, para lo cual exhibió copia simple del oficio número DDS/0299/2016 de 27 de junio de 2016, suscrito por el Director de Desarrollo Social y enlace entre el Municipio de San Luis Potosí y la Auditoría Superior de la Federación, en el que se detalla información relativa a documentación correspondiente al referido resultado 9 (nueve) de la Auditoría número ***********;

· Que mediante el acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, emitido por el Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, se impuso al hoy actor una multa como medida de apremio, equivalente a ciento cincuenta veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al considerar que el hoy demandante excedió el término concedido para atender el requerimiento formulado en el oficio CM/AF/1299/2018, así como al no cumplimentar la referida solicitud con el envío de la “copia simple del Oficio en el cual se encuentra el informe para la aclaración y solventación de las observaciones realizadas por la Auditoría Superior de la Federación”, pues con el mismo no acreditó se haya aclarado la observación número 9 de la Auditoría 1326-DS-GF/2015; y

· Que mediante oficio *********** de 03 de enero de 2019 (acto impugnado en el juicio), emitido por ***********, en su calidad de Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, se determina un crédito fiscal, sólo para hacer efectiva la referida multa que como medida de apremio se le impuso al hoy actor en el acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho y, al efecto se fijó en cantidad liquida la citada sanción pecuniaria ($12,090.00) y se le requirió el pago del importe de la misma. 

Ahora bien, en cuanto a los argumentos del actor expresados en los conceptos de impugnación Segundo, Tercero y Cuarto del escrito de demanda, en los que sostiene sustancialmente que el acto impugnado (Oficio número *********** de 03 de enero de 2019) es ilegal, toda vez que carece de fundamentación y motivación para arribar a la conclusión de imponerle una sanción de $***********, ya que impone ésta sin antes hacer un razonamiento pormenorizado de los dispositivos aplicables y los motivos de cómo es que llego a imponer la multicitada sanción; asimismo que no existe adecuación entre el apercibimiento y la “imposición de la multa”, ya que el “requerimiento” se hizo única y exclusivamente para el caso de que no se atendiera, empero, sí atendió el requerimiento a través del oficio número TM/1070/2018, por lo que no se actualiza el supuesto consistente en la “ausencia total y absoluta” para atender el citado requerimiento y, en consecuencia, resulta improcedente la aplicación de la medida de apremio; así como que en ningún momento la “autoridad impositiva” razona su arbitrio de “imposición de multas”, omitiendo exponer los argumentos fácticos y jurídicos respectivos, y que si bien la fracción I del artículo 99 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, faculta a las autoridades para hacer uso de la medida de apremio consistente en multa, también lo es que para imponer una “multa fiscal” en cuantía superior al mínimo, es necesario que las autoridades razonen el uso de su arbitrio, sin embargo, en el caso particular no se individualiza la aplicación de la sanción, por lo que al respecto existe “ausencia total” de fundamentación y motivación; argumentos que a consideración de esta Primera Sala Unitaria, son inoperantes.

Lo anterior es así, toda vez que el actor parte de una premisa falsa, al aseverar que mediante el acto aquí impugnado, es decir, el oficio *********** de 03 de enero de 2019, emitido por Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, es a través del cual se le impuso la medida de apremio en cuestión, sin embargo, como se dilucidó en párrafos precedentes, el acto mediante el que se le determina la referida sanción pecuniaria, lo es el acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, emitido por la diversa autoridad administrativa, el Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; de ahí que sus argumentos dirigidos a cuestionar el acto citado en primer orden, pretendiendo atribuir al mismo la determinación de la sanción que como medida de apremio le impuso la diversa autoridad administrativa (Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí), devienen inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría el análisis y calificación de dichas aserciones, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la nulidad del acto aquí impugnado (Oficio número *********** de 03 de enero de 2019).
Es aplicable en la especie, la Jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a.), cuyo rubro, contenido y datos de localización son los siguientes:

Época: Décima 

Registro: 2001825 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3 

Materia(s): Común 

Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.) 

Página: 1326 

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida.”
Tesis de jurisprudencia 108/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de agosto de dos mil doce.

En efecto, la parte actora pierde de vista que en el acto impugnado, consistentes en el oficio número *********** de 03 de enero de 2019, emitido por Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, únicamente se fijó en cantidad liquida la multa que como medida de apremio le impuso el Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, mediante el acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, equivalente a ciento cincuenta veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, así como le requirió el pago del importe de la misma ($***********); en consecuencia, los requisitos exigidos por el actor de fundamentación, motivación e individualización de la sanción relativos a la facultad contenida en la fracción I del artículo 99 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado, atinente a las autoridades investigadoras para imponer la multicitada multa como medida de apremio, no son exigibles a la determinación contenida en el oficio número *********** de 03 de enero de 2019, ya que el Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, como autoridad fiscal, no ejerció dicha facultad investigadora ni sancionadora, sino lo fue aquella diversa autoridad administrativa (Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí); de ahí la ineficacia de dichos planteamientos del demandante, encaminados a la imposición de la medida de apremio de mérito, con relación al acto impugnado, consistente en el oficio número *********** de 03 de enero de 2019.

En adición a lo anterior, es inconcuso que las referidas manifestaciones de la parte actora, no van dirigidos a cuestionar el mérito de la decisión efectivamente determinada en el acto impugnado (crédito fiscal), por lo que no pueden incidir en la legalidad del mismo.
Tienen aplicación, por analogía, las Jurisprudencias Nos. I.6o.C. J/15, IV.3o.C. J/1 y V.2o. J/1, sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del Quinto Circuito, Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito y por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, visibles en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XII, XXI y I; Julio 2000, Junio 2005 y Abril 1995; Páginas 621, 655 y 70, respectivamente; que establecen:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES, CUANDO NO ATACAN LAS CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA IMPUGNADA. Los conceptos de violación resultan inoperantes si los argumentos que aduce la quejosa no atacan las consideraciones de la sentencia impugnada.”

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. SON AQUELLOS QUE ATACAN CONSIDERACIONES AJENAS A LA LITIS CONSTITUCIONAL. De la correcta interpretación sistemática de los artículos 76 bis, 77, 78, 158, 163 y 190 de la Ley de Amparo, en relación con el principio procesal de congruencia que debe observarse en toda resolución jurisdiccional, se advierte que la litis constitucional en el juicio de amparo directo se integra, por regla general, con la demanda de garantías y el informe justificado que rinda la autoridad responsable; por tanto, para que en la ejecutoria que emita el Tribunal Colegiado se observe tal principio, deberá acotar su decisión a lo que constituya la materia de la litis en el juicio uniinstancial, esto es, deberá existir identidad jurídica entre lo resuelto por el tribunal y lo que es materia de la controversia en el juicio de amparo, entendida ésta como las cuestiones de hecho y de derecho que se deben ponderar para decidir si el acto reclamado resulta o no violatorio de garantías constitucionales; en esa virtud, si el juicio de garantías se admite respecto de una sentencia definitiva pronunciada en segunda instancia y el quejoso en la demanda de amparo formula conceptos de violación dirigidos a combatir el fallo de primer grado, procede calificarlos de inoperantes por no cuestionar las consideraciones que invoque el tribunal ad quem para emitir aquélla, pues de no interpretarse así, se llegaría al absurdo de que el órgano jurisdiccional federal se pronunciara sobre cuestiones que no formen parte de la contienda constitucional, lo que indefectiblemente traería como consecuencia que se pronuncie una sentencia violatoria del citado principio.”

“CONCEPTOS DE VIOLACION INOPERANTES. Son aquellos en que no se atacan jurídicamente los razonamientos que la responsable esgrimió para fundar la resolución reclamada, por lo que el tribunal de amparo no está en aptitud de estudiar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de dicha resolución, pues de hacerlo, supliría la deficiencia de la queja, cuando no está autorizada tal suplencia por el artículo 76 bis de la Ley de Amparo.”

Máxime, para que se cumpla con el aspecto formal de la garantía de fundamentación y motivación prevista en el artículo 16 de la Constitución Federal, es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción, sin que sea válido exigirle a las autoridades una amplitud o abundancia superflua; de esa guisa, incluso para considerar debidamente fundado y motivado el acto impugnado, consistente en el oficio número *********** de 03 de enero de 2019, basta como en la especie, se precisen los antecedentes u origen de la medida de apremio impuesta por la diversa autoridad administrativa, se fije en cantidad liquida su importe y se ordene el requerimiento de pago respectivo, sin soslayar como se dilucidó en el Considerando Séptimo de esta sentencia, que se citaron los fundamentos competenciales para ello.

Resulta aplicable, la Jurisprudencia I.4o.A. J/43, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Novena 

Registro: 175082 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXIII, Mayo de 2006 

Materia(s): Común 

Tesis: I.4o.A. J/43 

Página: 1531 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción.”
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

En efecto, pues en el acto impugnado, consistente en el oficio número *********** de 03 de enero de 2019, se señalaron los antecedentes u origen de la medida de apremio impuesta al hoy actor por la diversa autoridad administrativa, entre otros, que mediante el oficio CM/AF/290/2018 de 26 de noviembre de 2018, el Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, solicitó se hiciera efectiva la multicitada medida de apremio consistente en multa equivalente a ciento cincuenta días el valor de la Unidad de Medida y Actualización, de conformidad con el artículo 99, fracción I de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, así también se precisaron los términos del requerimiento formulado al hoy impetrante en el oficio CM/AF/1299/2018 de 06 de agosto de 2018, la respuesta de éste último en el diverso TM/1070/2018 de 28 de septiembre de 2018, y los motivos de incumplimiento considerados por la mencionada autoridad administrativa; asimismo se fijó en cantidad liquida el importe de la referida sanción pecuniaria equivalente a ciento cincuenta días el valor de la Unidad de Medida y Actualización, que ascendió a la cantidad de $***********, resultado de la operación de multiplicar ciento cincuenta veces el citado valor, consistente en $*********** y, para hacer efectiva la misma, se ordenó el requerimiento de pago respectivo; de ahí que al exponer la autoridad fiscal traída a juicio (Tesorero Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí), lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión, es inconcuso dicho acto de autoridad cumple con el aspecto formal de la garantía de fundamentación y motivación prevista en el artículo 16 de la Constitución Federal, sin que el impetrante hubiese controvertido el referido mérito de la decisión; de ahí que tampoco desvirtúe la presunción de legalidad que le asiste a dicho acto de autoridad, de conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 248, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
Sólo para robustecer lo anterior, se advierte del diverso acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, exhibido por el propio impetrante anexo a su demanda, que el Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, consideró dos motivos manifiestos de incumplimiento al requerimiento formulado en el oficio número CM/AF/1299/2018 de 06 de agosto de 2018, consistentes en que el hoy actor excedió el término concedido para contestar el requerimiento en cuestión, así como con la copia simple del diverso oficio DDS/0299/2016 de 27 de junio de 2016, no acreditó hubiese aclarado la observación número 9 de la Auditoría 1326-DS-GF/2015; sin embargo, sólo se limita a manifestar que cumplió con el referido requerimiento, por el simple hecho de haber presentado ante la referida autoridad administrativa, el oficio TM/1070/2018 de 28 de septiembre de 2018 y, por ende resultaba improcedente la aplicación de la medida de apremio en cuestión.
Al respecto, es preciso señalar que la solicitud formulada en el oficio de requerimiento número CM/AF/1299/2018, se realizó en los términos siguientes:
“Remita la documentación que soporte, solvente y/o aclare el resultado 9 de la auditoría número 1326-DS-GF de la Auditoría Superior de la Federación.
(Se transcribe)

A fin de que atienda el presente requerimiento, se le concede un término no mayor a diez días hábiles contados a partir del día siguiente de la presente notificación; se le apercibe para el caso de no atender el requerimiento, se hará acreedor a una medida de apremio (…)”

De la transcripción anterior, se advierte que contrario a lo argüido por el actor, el mencionado requerimiento no fue para que sólo diera una simple respuesta al mismo, como injustificadamente hace valer aludiendo al simple hecho de haber presentado el oficio TM/1070/2018 de 28 de septiembre de 2018, sino para que en su carácter de entonces *********** del H. Ayuntamiento de San Luis Potos, exhibiera la documentación que soportara, solventar y/o aclarara la observación número 9 de la Auditoría 1326-DS-GF/2015; y que ello lo hiciera dentro del término concedido para tal efecto, con el apercibimiento correspondiente; luego entonces, si en el acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, la diversa autoridad administrativa (Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí), consideró que el hoy demandante excedió el término concedido para contestar el requerimiento en cuestión, así como con la copia simple del diverso oficio DDS/0299/2016 de 27 de junio de 2016, no acreditó hubiese aclarado la observación del referido resultado 9 (nueve) de la Auditoría número 1326-DS-GF/2015, sin que el hoy actor manifestara razonamiento lógico jurídico alguno para combatir tales motivos que sustentaron la decisión, es inconcuso que el impetrante no desvirtúa los referidos motivos manifiestos de incumplimiento, por ende, la simple presentación del oficio número TM/1070/2018 de 28 de septiembre de 2018, per se, no desvirtúa la presunción de legalidad que le asiste al acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 248 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Sin que sea óbice a lo anterior, el actor hubiese manifestado en el apartado de hecho de la demanda, bajo protesta de decir verdad que con “fecha 24 de septiembre de 2018, se me dio cuenta del oficio CM/CAF/1299/201(sic)”, sin embargo, tal manifestación resulta insuficiente para tal efecto, ya que como se aprecia del sello de recibo que contiene el citado oficio (CM/AF/1299/2018 de 06 de agosto de 2018), éste fue recibido en la Tesorería el 06 de agosto de 2018 a las 14:17 horas, sin que dicho documento haya sido objetado en cuanto al sello que ostenta, por ende, el documento en cuestión merece plena credibilidad, por lo que a fin de examinar cuándo conoció el hoy actor del multicitado oficio, es necesario considera el referido sello que se imprime en éste último, toda vez que mediante el mismo se advierte el momento de entrega y recepción oficial, porque es cuando se hace de su conocimiento el requerimiento contenido en el oficio número CM/AF/1299/2018; de esa guisa, ante dicho elemento objetivo respecto de la fecha en la cual se dio cuenta a la Tesorería Municipal en comento del oficio de trato y, por ende a su entonces Titular el hoy actor, no puede estarse a la simple manifestación bajo protesta de decir verdad, como injustificadamente hace valer el impetrante, sino al referido sello que constituye el momento de entrega y recepción oficial.
Sirven de apoyo a lo anterior, por analogía, las Jurisprudencias I.5o.T. J/36, P./J. 18/2002 y I.4o.T. J/1, cuyos rubros, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Novena 

Registro: 179054 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXI, Marzo de 2005 

Materia(s): Común 

Tesis: I.5o.T. J/36 

Página: 971 

“DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. PARA DETERMINAR LA OPORTUNIDAD DE SU PRESENTACIÓN DEBE CONSIDERARSE EL SELLO QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE IMPRIME A LA PROMOCIÓN QUE LA CONTIENE. Este Tribunal Colegiado se aparta de la tesis sustentada por su anterior integración, interrumpiendo, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 194 de la Ley de Amparo, la jurisprudencia consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, octubre de 1998, Tribunales Colegiados de Circuito, página 978, tesis número I.5o.T. J/26, de la voz siguiente: "DEMANDA DE AMPARO, PRESENTACIÓN DE LA. DEBE ATENDERSE A LA CERTIFICACIÓN EFECTUADA POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE.", ya que a fin de examinar la oportunidad de presentación de la demanda de garantías, es necesario considerar el sello que la autoridad responsable imprime a la promoción que la contiene, toda vez que mediante el mismo se advierte el momento de entrega y recepción oficial, porque es cuando se hace de su conocimiento la petición de protección constitucional y se excita la función jurisdiccional, y no puede estarse a los datos descritos de la certificación que realice la autoridad del conocimiento en cumplimiento a lo preceptuado en el numeral 163 de la Ley de Amparo, en tanto que en este precepto no se dan los términos y condiciones que norman el cómputo de 15 días que establece el artículo 21 del propio ordenamiento.”
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO.

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XV, abril de 2002, página 949, tesis P./J. 18/2002, de rubro: "PROMOCIONES DE LAS PARTES. MOMENTO EN QUE TIENEN TRASCENDENCIA Y EFECTOS JURÍDICOS."

Época: Novena Época 

Registro: 187142 

Instancia: Pleno 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XV, Abril de 2002 

Materia(s): Constitucional, Común 

Tesis: P./J. 18/2002 

Página: 949 

“PROMOCIONES DE LAS PARTES. MOMENTO EN QUE TIENEN TRASCENDENCIA Y EFECTOS JURÍDICOS. En atención a la naturaleza de las promociones de las partes, debe considerarse que éstas tienen trascendencia y efectos jurídicos hasta que son presentadas ante el órgano jurisdiccional correspondiente, ya sea directamente o a través de los medios establecidos en la ley, porque es al momento de ser entregadas y recibidas oficialmente por el citado órgano, cuando se hacen de su conocimiento y se excita la función jurisdiccional.”
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy dieciocho de marzo en curso, aprobó, con el número 18/2002, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a dieciocho de marzo de dos mil dos.

Época: Novena 

Registro: 203692 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo II, Diciembre de 1995 

Materia(s): Laboral 

Tesis: I.4o.T. J/1 

Página: 425 

“DOCUMENTOS OBJETADOS EN CUANTO AL SELLO QUE OSTENTAN. Conforme a lo dispuesto en el artículo 811 de la Ley Federal del Trabajo, cuando se objeta la autenticidad de un documento en lo que atañe a su contenido, firma o huella digital, deben ofrecerse pruebas con respecto a esas objeciones. Ahora bien, es verdad que dicho precepto legal no prevé lo relativo a la objeción de un documento en cuanto al sello estampado en el mismo; sin embargo, jurídicamente ha de considerarse que cuando la objeción se apoya en la falsedad del sello que ostenta la copia exhibida por alguna de las partes, al objetante corresponde acreditar la falsedad alegada; de no hacerlo, el documento en cuestión merece plena credibilidad.”
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO.

Véase tesis 29, publicada en el Informe de labores correspondiente al año de 1987, Segunda Parte, Cuarta Sala, pág. 28.

Razón por la cual, incluso resulta ocioso el estudio de la causa de pedir del actor, que se deduce de la citada manifestación respecto de la fecha que conoció el oficio de requerimiento número CM/AF/1299/2018 de 06 de agosto de 2018, consistente en que dio cumplimiento a dicho requerimiento dentro del término de diez días hábiles concedido al efecto, toda vez que dicha pretensión tiene como sustento un postulado que resultó no verídico, consistente en que conoció el multicitado oficio el 24 de septiembre de 2018, tal como precisa en el hecho 1 de los antecedentes de la demanda; sin embargo, como ya se dilucidó en párrafos precedente, el momento de entrega y recepción oficial de éste último fue el 06 de agosto de 2018, tal como se consideró en el acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, por lo que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición no verdadera, su conclusión es ineficaz para desvirtuar la presunción de legalidad de dicho acuerdo sancionatorio.

Época: Décima 

Registro: 2008226 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 14, Enero de 2015, Tomo II 

Materia(s): Común 

Tesis: XVII.1o.C.T. J/5 (10a.) 

Página: 1605 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE TIENEN COMO SUSTENTO UN POSTULADO NO VERÍDICO [APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 108/2012 (10a.)]. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia en cita, determinó que los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su estudio pues, al partir de una suposición no verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida; principio que aplica a los conceptos de violación cuyo sustento es un postulado que resultó no verídico; de ahí que sea ocioso su análisis y, por ende, merecen el calificativo de inoperantes.”
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de enero de 2015 a las 09:00 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de enero de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

A mayor abundamiento, la referida causa de pedir del actor aquí desestimada, encaminada a combatir una razón que por sí misma sustenta el sentido del incumplimiento al oficio de requerimiento número  CM/AF/1299/2018 de 06 de agosto de 2018 (excedió el término concedido para contestar el requerimiento en cuestión), incluso hace innecesario el estudio del diverso que también lo sustenta (no acreditar hubiese aclarado la observación del resultado 9 (nueve) de la Auditoría número ***********), pues ni resultando fundado cambiaría el sentido del acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho; máxime, como ya se dijo, no expone razonamiento lógico jurídico alguno para desvirtuar el destacado motivo de incumplimiento considerado por la autoridad administrativa.
Es aplicable en la especie, por analogía, la Jurisprudencia 2a./J. 115/2019 (10a.), cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Décima 

Registro: 2020441 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Publicación: viernes 23 de agosto de 2019 10:31 h 

Materia(s): (Común) 

Tesis: 2a./J. 115/2019 (10a.) 

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA RECLAMACIÓN. LA DESESTIMACIÓN DE LOS ENCAMINADOS A COMBATIR UNA RAZÓN QUE POR SÍ MISMA SUSTENTA EL SENTIDO DEL ACUERDO RECURRIDO, HACE INNECESARIO EL ESTUDIO DE LOS DEMÁS. Si del acuerdo de presidencia recurrido se advierte que se expusieron varias razones para sostener su sentido y de su estudio se aprecia que cada una, por sí misma, es suficiente para justificarlo, es inconcuso que al desestimarse los agravios dirigidos a combatir una de ellas, tal circunstancia hace innecesario el estudio de los demás, pues ni resultando fundados cambiarían el sentido del acuerdo impugnado.

Tesis de jurisprudencia 115/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del siete de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Por otra parte, en cuanto a la causa de pedir del actor que se colige del Quinto concepto de impugnación del escrito de demanda, consistente en que el acto impugnado es ilegal, toda vez que emana de actos viciados, en virtud de que:

1. No se acompañó al crédito fiscal impugnado el oficio número CM/AF/290/2018, por el cual el C. ***********, supuesto Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, solicitó al Tesorero Municipal hiciera efectiva la medida de apremio de mérito; 
2. Que en el acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, no se señala el marco normativo que le da al C. ***********, atribuciones y competencia para determinar la imposición de la sanción impuesta, asimismo no acredita su personalidad, ni justifica tener la calidad de servidor público con la que se ostenta; 
3. Que en el acuerdo de “28 de septiembre” (sic), mediante el cual determina el “crédito fiscal” (sic) en su perjuicio, no resuelve dar cuenta al Tesorero Municipal respecto a la determinación de un crédito fiscal, ni a realizar requerimiento alguno, pues a quien determina ordenar que por su conducto sea requerido, es a la Dirección de Ingresos, lo que implica que el C. ***********, no dio cumplimiento a sus propias determinaciones.
4. Que en el oficio número CM/AF/290/2018, no se establece ningún dispositivo del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, S.L.P., situación que niega lisa y llanamente, por lo que queda en estado de indefensión para analizar si cuenta con competencia y facultades suficientes para emitirlo, así como si el cargo que ostenta existe dentro de la estructura orgánica del Ayuntamiento Municipal.
Con relación a las manifestaciones contenidas en los puntos 1, 3 y 4 antes señaladas, cabe precisar, como se advierte del propio contenido del oficio número CM/AF/290/2018 de 26 de noviembre de 2018 –visible a folio 046 del presente sumario-, éste no constituye un acto administrativo que se deba notificar al hoy impetrante, y menos aún que se debía acompañar al crédito fiscal impugnado, toda vez que se trata de una comunicación interna entre autoridades, es decir, donde únicamente el Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí (autoridad administrativa), solicita al Director de Ingresos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí (autoridad fiscal), para que éste en uso de sus facultades y atribuciones legales, haga efectiva la medida de apremio consistente en multa equivalente a ciento cincuenta veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización impuesta al C. *********** hoy actor, y como no existe dispositivo legal que establezca que las referidas comunicaciones de carácter interno que intercambien las autoridades, deban hacerse del conocimiento de los particulares o servidores públicos en las mismas involucrados, es fácil concluir que no era indispensable para considerar legal la actuación de la referida autoridad administrativa, que ésta le hubiera notificado o dado a conocer al hoy actor el comunicado que de forma interna le dirigió al Director de Ingresos del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí. Más aún, dicho comunicado tantas veces referido, fue del conocimiento íntegro del hoy actor, pues aquél fue exhibido junto con su escrito de demanda, lo que se traduce en el hecho de que el hoy impetrante incluso tuvo pleno conocimiento del mismo, por lo que contó con todos los datos necesarios para preparar su defensa; de ahí que el simple hecho de que no se advierta en autos que el oficio número CM/AF/290/2018, se hubiera acompañado al crédito fiscal impugnado, no se traduce en afectación alguna a la esfera jurídica del actor, así como tampoco éste último demuestra lo contrario, pues no vierte argumento alguno donde patentice que tal circunstancia afectó sus defensas y trascendió al sentido del acto impugnado.
En ese mismo sentido, además de que el oficio número CM/AF/290/2018, sí se fundó en el Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, S.L.P., al haberse citado el artículo 126, fracciones VII, VIII y XII del referido ordenamiento legal, por lo que queda desvirtuada la simple negativa lisa y llana manifestada por el actor al respecto; contrario a lo argüido por éste, los requisitos de fundamentación y motivación, no rigen en tratándose de comunicaciones internas entre autoridades, en virtud de que aquéllas, como ya se dijo, no constituyen actos que se deban notificar, pues no se encuentran dirigidas a los particulares o como en la especie a un servidor público, por ende, no tienen por qué satisfacer los requisitos referidos, ya que éstos son reservados a los actos de molestia o privativos. Cabe aclarar, que si su pretensión del demandante es alegar tal circunstancia respecto del acuerdo de “28 de septiembre” (sic) –visible en autos a folios 048 y 049-, se precisa que éste al haber sido emitido por el propio actor, no puede atribuirse la referida ausencia de fundamentación alegada a la autoridad enjuiciada; de ahí lo infundado de los argumentos en estudio.
Asimismo, contrario a lo argüido por el impetrante, en el manifestado acuerdo “28 de septiembre” (sic), no se le determina crédito fiscal en su perjuicio, así como tampoco el Tesorero Municipal da cuenta de alguna situación, ya que dicho acuerdo (28 de septiembre de 2018), se reitera, fue suscrito por el propio demandante, de ahí que tales manifestaciones devienen ineficaces, pues no se encuentran dirigidas a controvertir el mérito de la decisión contenida en el acto impugnado (***********de 03 de enero de 2019). Cabe precisar, que si su pretensión se encuentra dirigida a lo determinado en el acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, en el que se ordena en el punto de acuerdo Quinto, enviar mediante oficio éste último a la Dirección de Ingresos a efecto de llevar a cabo la ejecución de la multicitada medida de apremio al hoy actor, no se traduce en que el C. ***********, haya dejado de cumplir con sus propias determinaciones como Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, pues como se advierte del diverso oficio número CM/AF/290/2018, en éste se remitieron, entre otros, el citado acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, precisamente al Director de Ingresos de la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, tal como se ordenó en el punto Quinto del acuerdo en comento; de ahí que no le asista la razón al impetrante, aunado a que no vierte argumento alguno donde patentice que tal circunstancia alegada afectó sus defensas y trascendió al sentido del acto impugnado.
En añadidura, el actor soslaya que conforme a lo dispuesto en el artículo 250, fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, no basta para declarar que un acto administrativo es ilegal, cuando exista la simple omisión de requisitos formales exigidos por las leyes o vicios del procedimiento, sino que dichas omisiones o vicios deben necesariamente afectar las defensas del impetrante y trascender al sentido de la resolución impugnada, lo que de suyo, transfiere la carga al actor para demostrar los referidos extremos, lo cual en la especie no aconteció con relación a la manifestaciones precisadas en los puntos 1, 3 y 4 antes analizada. 
Por otro lado, en cuanto a las manifestaciones del actor contenidas en el punto 2 antes detalladas, en el sentido de que en el acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, no se establece el marco normativo que le otorga al C. ***********, en su carácter de Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, las atribuciones para determinar la imposición de la sanción impuesta al hoy actor, así como no acredita su personalidad, ni justifica la calidad de servidor público con la que se ostentó; a consideración de esta Primera Sala Unitaria son infundadas.

Lo anterior es así, ya que en el multicitado acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, el Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, citó para fundar su competencia, entre otros, los artículos 125, fracción III de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 86, fracción XV de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí; 126, fracción VII del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, S.L.P.; y 8°, fracción V, 97, 98 y 99, fracción I de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí; así como el punto 3.2.8.1 del Acuerdo General Administrativo que modifica la Estructura Orgánica de la Contraloría Interna Municipal de San Luis Potosí; los cuales establecen lo siguiente:

CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI.

“ARTÍCULO 125.- Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente:

…

III.- Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones, en los términos que establezca la ley. 

Las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior del Estado y los órganos internos de control, o por sus homólogos en los municipios, según corresponda; y serán sancionadas por el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa. Las demás faltas y sanciones administrativas, serán del conocimiento y sancionadas por los órganos internos de control. 

Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de los miembros del Poder Judicial del Estado, se observará lo previsto en el artículo 90 de esta Constitución, sin perjuicio de las atribuciones de la Auditoría Superior del Estado en materia de fiscalización, sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos públicos. 

Los entes públicos estatales y municipales tendrán órganos internos de control con las facultades que determine la ley, y

(…)”
LEY ORGANICA DEL MUNICIPIO LIBRE DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI.

“ARTICULO 86. Son facultades y obligaciones del Contralor Interno:

…

XV. Las demás que le señalen las leyes y reglamentos municipales.”

REGLAMENTO INTERNO DEL MUNICIPIO LIBRE DE SAN LUIS POTOSI, S.L.P.

CAPITULO QUINTO. 

DEL CONTRALOR INTERNO.
“Artículo 126.- Además de los servidores públicos arriba mencionados, el Presidente Municipal propondrá al Cabildo el nombramiento de un Contralor Interno, el cual ajustará su actuación a lo señalado por la Ley Orgánica y demás normatividad aplicable y tendrá además las siguientes obligaciones y facultades:

…

VII.- Conocer e investigar los actos, omisiones o conductas de los Servidores Públicos, para resolver sobre responsabilidades administrativas de acuerdo a sus atribuciones conforme a lo previsto por la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí y su reglamento, reservando las atribuciones que correspondan al Cabildo y, en caso de presumirse la comisión de ilícitos sancionados por el Código Penal vigente en el Estado. darle la competencia que corresponda a las Autoridades del ramo.
LEY DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI.
“ARTÍCULO 8º. En el ámbito de su competencia, serán autoridades facultadas para aplicar la presente Ley:

…

V. Las contralorías;

(…)”
“ARTÍCULO 97. Las autoridades investigadoras tendrán acceso a la información necesaria para el esclarecimiento de los hechos, con inclusión de aquélla que las disposiciones legales en la materia consideren con carácter de reservada o confidencial, siempre que esté relacionada con la comisión de infracciones a que se refiere esta Ley, con la obligación de mantener la misma reserva o secrecía, conforme a lo que determinen las leyes.

“ARTÍCULO 98. Las personas físicas o morales, públicas o privadas, que sean sujetos de investigación por presuntas irregularidades cometidas en el ejercicio de sus funciones, deberán atender los requerimientos que, debidamente fundados y motivados, les formulen las autoridades investigadoras. 

La autoridad investigadora otorgará un plazo de cinco hasta quince días hábiles para la atención de sus requerimientos, sin perjuicio de poder ampliarlo por causas debidamente justificadas, cuando así lo soliciten los interesados. Esta ampliación no podrá exceder en ningún caso la mitad del plazo previsto originalmente. 

Los entes públicos a los que se les formule requerimiento de información, tendrán la obligación de proporcionarla en el mismo plazo a que se refiere el párrafo anterior, contado a partir de que la notificación surta sus efectos.

(…)”
“ARTÍCULO 99. Las autoridades investigadoras podrán hacer uso de las siguientes medidas para hacer cumplir sus determinaciones:

…

I. Multa hasta por la cantidad equivalente de cien a ciento cincuenta veces el valor diario de la unidad de medida y actualización, la cual podrá duplicarse o triplicarse en cada ocasión, hasta alcanzar dos mil veces el valor diario de la UMA, en caso de renuencia al cumplimiento del mandato respectivo;

(…)”
ACUERDO GENERAL ADMINISTRATIVO QUE MODIFICA LA ESTRUCTURA ORGÁNICA DE LA CONTRALORÍA INTERNA MUNICIPAL DE SAN LUIS POTOSÍ.

“3.2.8.1 COORDINACIÓN GENERAL DE INVESTIGACIÓN Y AUDITORÍA ADMINISTRATIVA, FINANCIERA Y DE CONTROL INTERNO 

OBJETIVO: 

La Coordinación, como autoridad administrativa, deberá vigilar y coadyuvar a través de auditorías internas, la aplicación de los recursos financieros, humanos y materiales, para que se ejerzan con eficiencia y transparencia conforme a la normativa que rige a la institución, salvaguardando así los recursos públicos y garantizando el cumplimiento de los objetivos institucionales y metas establecidas. 

Realizar las auditorías o investigaciones debidamente fundadas y motivadas respecto de las direcciones y demás Órganos del Gobierno Municipal, determinando las conductas de los servidores públicos y particulares que puedan constituir responsabilidades administrativas en el ámbito de su competencia, calificar las conductas como graves o no graves, emitir los informes de presunta responsabilidad administrativa. Establecer y promover el Control Interno, efectivo, eficiente de las operaciones, programas, proyectos y calidad de los servicios que brinden a la sociedad, con el objetivo de proporcionar una seguridad razonable sobre la consecución de los objetivos institucionales y la salvaguarda de los recursos, para prevenir la corrupción.

FUNCIONES: 

Actuará con funciones de autoridad. Realizar actividades de fiscalización, planeación y análisis en auditorías internas e inspecciones encomendadas por el Titular de la Contraloría Interna. 

Realizar las auditorías o investigaciones debidamente fundadas y motivadas respecto de las direcciones y demás Órganos del Gobierno Municipal, determinando las conductas de los servidores públicos y particulares que puedan constituir responsabilidades administrativas en el ámbito de su competencia, calificar las conductas como graves o no graves y, emitir los informes de presunta responsabilidad administrativa. 

Conformar el registro y efectuar el seguimiento de la evolución de la situación patrimonial de los servidores públicos municipales. 

Formular y realizar las actividades para la instrumentación, coordinación y gestión de control interno institucional y evaluación gubernamental a los programas de la administración pública municipal, en colaboración con los titulares de las distintas dependencias municipales en lo que corresponda a sus ámbitos de competencia. 

Ejercer las demás atribuciones y facultades que en el ámbito de su competencia le señalan las leyes, reglamentos y demás instrumentos normativos y administrativos vigentes; así como aquellas encomiendas designadas expresamente por el Contralor Interno. Ejercer originariamente el trámite y resolución de los asuntos de su competencia, y que para la mejor organización del trabajo, el Contralor Interno Municipal delegará cualquiera de sus funciones, excepto aquellas que por disposición de Ley, Reglamento Interno o acuerdo, deban ser ejercidos precisamente por él.

Para el cumplimiento de las funciones contará con los Auditores Investigadores Administrativos, Financieros y de Control Interno, nombrados y asignados en el número requerido y conforme al presupuesto autorizado, mismos que tendrán y ejercerán las facultades de autoridad contenidas en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en el Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, S.L.P. y las que dispongan las demás leyes y reglamentos Federales, Estatales y Municipales. 

Asimismo, contará con las siguientes áreas: 

1.-Jefatura de Investigación de Auditoria Administrativa, Financiera y Control Interno, 2.-Jefatura de Investigación de Auditoría Especial; y 3.-Jefatura de Investigación y Evolución Patrimonial. Las que serán autoridad en términos de la Ley y estarán a cargo de un Titular responsable e integrada por los Auditores Investigadores Financieros, Especiales, y de seguimiento a la evolución patrimonial, nombrados y asignados en el número requerido y conforme al presupuesto autorizado, quienes tendrán y ejercerán las facultades contenidas en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí y en el Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, S.L.P. y las que dispongan las demás leyes y reglamentos Federales, Estatales y Municipales.”
Conforme a los preceptos transcritos, se desprende que el Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, está facultado para actuar con funciones de autoridad, como órgano integrante de la Contraloría Interna Municipal de San Luis Potosí, entre otras cosas, para realizar las auditorías o investigaciones respecto de las direcciones y demás Órganos del Gobierno Municipal, determinando las conductas de los servidores públicos y particulares que puedan constituir responsabilidades administrativas en el ámbito de su competencia, calificar las conductas como graves o no graves y, emitir los informes de presunta responsabilidad administrativa. 

Aunado a que expresamente se establece, que las autoridades investigadoras tendrán acceso a la información necesaria para el esclarecimiento de los hechos, relacionada con la comisión de infracciones a que se refiere la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí; asimismo que las personas físicas o morales, públicas o privadas, que sean sujetos de investigación por presuntas irregularidades cometidas en el ejercicio de sus funciones, deberán atender los requerimiento que les formulen las referidas autoridades investigadoras, así también los entes públicos a los que se les formule requerimiento de información, tendrán la obligación de proporcionarla; y en ese sentido, el legislador dotó a las citadas autoridades investigadoras, como en la especie el Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, del uso de medidas de apremio para hacer cumplir sus determinaciones, entre otras, la consistente en multa hasta por la cantidad equivalente de cien a ciento cincuenta veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización.
Con base en los elementos anteriores, esta Primera Sala Unitaria crea convicción de que el citado acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, cumple con el requisito de la debida fundamentación de la competencia de la autoridad previsto por el artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el diverso 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que para fundar la competencia el funcionario emisor del mismo, citó los artículos anteriormente analizados, y de manera particular el punto 3.2.8.1 del Acuerdo General Administrativo que modifica la Estructura Orgánica de la Contraloría Interna Municipal de San Luis Potosí, en relación con los artículos 8°, fracción V, 97, 98 y 99, fracción I de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, conforme a los cuales, se dispone que el Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, tiene la facultad para realizar las auditorías o investigaciones respecto de las direcciones y demás Órganos del Gobierno Municipal, determinando las conductas de los servidores públicos y particulares que puedan constituir responsabilidades administrativas en el ámbito de su competencia; lo que de suyo, también se le confiere la facultad para imponer multas como medidas de apremio a efecto de hacer cumplir las determinaciones relacionadas con los requerimiento de información, efectuados para el esclarecimiento de los hechos relativos con la comisión de infracciones a que se refiere la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí; facultad que además se colige, ejercerá en todo el territorio del Municipio de San Luis Potosí, al integrar la estructura orgánica propia de la Contraloría Interna Municipal de San Luis Potosí, quien originariamente conocerá e investigará los actos, omisiones o conductas de los Servidores Públicos, precisamente del Municipio de San Luis Potosí, tal como se desprende del artículo 125, fracción III de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, en relación con los diverso 86, fracción XV de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí y 126, fracción VII del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, S.L.P., así como del ya citado punto del Acuerdo General Administrativo que modifica la Estructura Orgánica de la Contraloría Interna Municipal de San Luis Potosí.
En efecto, a consideración de esta Sala Juzgadora el acto cuestionado, se encuentra debidamente fundado y motivado en cuanto a la competencia del Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, toda vez que a través en dicho acto se impuso como medida de apremio una multa por la cantidad equivalente a ciento cincuenta veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al considerar que el hoy actor dentro del expediente ***********, no cumplimentó el requerimiento de información formulado mediante el oficio número CM/AF/1299/2018 de 06 de agosto de 2018; en esa tesitura, contrario a lo argüido por el demandante, debe sostenerse que el acto cuestionado consistente en el acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, se encuentra debidamente fundado y motivado en cuanto a la competencia del referido Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, en concordancia a lo establecido en el artículo 16 Constitucional y en relación con el diverso 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que la mencionada autoridad en el acto de mérito, sí señaló el marco normativo que le confiere atribuciones y competencia para determinar la imposición de la medida de apremio en cuestión.
No es obstáculo a la conclusión anterior, que la parte actora señale que no consta en autos el nombramiento del C. *********** y, por ende, no acreditó su “adscripción”, “personalidad” y “calidad” con la que se ostentó para emitir el acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, por medio del cual impone la medida de apremio de mérito; pues a consideración de esta Primera Sala Unitaria, dichas manifestaciones devienen inoperantes.

Lo anterior es así, ya que el examen de la competencia de la citada autoridad, no implica analizar si exhibió o no su nombramiento y, por ende, si acredito su “adscripción”, “personalidad” y justificó la “calidad” con la que se ostentó con relación al acto cuestionado, pues en términos de las Jurisprudencias P./J. 10/94 y 2a./J. 115/2005, sustentadas por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Segunda Sala del referido Alto Tribunal de la Nación, respectivamente, y que fueron transcritas en el Considerando Séptimo de esta resolución, si bien se colige que las Salas Unitarias de este Tribunal, tiene la obligación de examinar todo lo relacionado con la competencia de la autoridad demandada, en lo cual se incluye la ausencia, indebida o insuficiente fundamentación de aquélla; también cierto lo es, que cuando en el juicio de nulidad se cuestione un acto administrativo, como en el caso, donde se imponga una medida de apremio, dicho examen no abarca el análisis referente a si la autoridad emisora exhibió o no su nombramiento, pues sólo comprende lo relativo a su competencia para dictar el referido acto, es decir, el derecho fundamental consagrado en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, únicamente se refiere a los límites fijados a la autoridad para su actuación frente a terceros, por ende, de la intelección de dicho precepto, no se establece la obligación para la autoridad administrativa de acreditar su nombramiento a efecto de emitir un acto de autoridad, ya que cuando una persona física es nombrada autoridad, adquiere las facultades que al cargo le correspondan; por tanto, cuando la persona que obtuvo el nombramiento ejerce sus facultades, no actúa en representación del cargo que obtuvo, sino en ejercicio del mismo. 
Luego, haciendo una interpretación armónica del derecho fundamental que nos ocupa, consagrado en el artículo 16 constitucional, en relación con el diverso 164 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es inconcuso que el señalamiento de los fundamentos competenciales para dictar el acto, indicando la autoridad de que emana y la firma del funcionario público en ejercicio de dicho cargo, es suficiente para que dicho acto sea válido, sin ser necesario que acompañe su nombramiento al momento de emitir o dar a conocer el acto de molestia o de privación respectivo, pues no existe alguna razón para que, como excepción, se requiera; razón por la cual, conforme a los preceptos citados, no debe exigirse como elemento o requisito de legalidad de los referidos actos de autoridad, el acompañamiento o la exhibición del nombramiento que, en su caso, acredite la “adscripción”, “personalidad” o “calidad” que ostenta un funcionario público para emitir el acto de autoridad, como infundadamente hace valer el impetrante.

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la tesis XXII.1o.2 A (10a.), cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Décima 

Registro: 2001251 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 2 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: XXII.1o.2 A (10a.) 

Página: 1664 

“CÉDULAS DE LIQUIDACIÓN DE CUOTAS OBRERO PATRONALES. EL EXAMEN DE COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD QUE LAS EMITIÓ NO IMPLICA ANALIZAR SI EXHIBIÓ O NO SU NOMBRAMIENTO.” En términos de la jurisprudencia 2a./J. 218/2007, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, diciembre de 2007, página 154, de rubro: "COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.", las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa tienen la obligación de examinar todo lo relacionado con la competencia de la autoridad demandada, en lo cual se incluye la ausencia, indebida o insuficiente fundamentación de aquélla, sin embargo, cuando en el juicio de nulidad se impugne una cédula de liquidación de cuotas obrero patronales emitida por una autoridad del Instituto Mexicano del Seguro Social, dicho examen no abarca el análisis referente a si ésta exhibió o no su nombramiento, pues sólo comprende lo relativo a su competencia para dictar el acto impugnado. A lo anterior debe sumarse que en términos del artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumen legales, por lo que, en todo caso, corresponde al actor demostrar que el funcionario que emitió la cédula no cuenta con el nombramiento respectivo.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO.

Amparo directo 158/2012. GN Fundición, S.A. de C.V. 28 de junio de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen Sánchez Hidalgo. Secretario: Günther Demián Hernández Núñez.

A lo anterior debe sumarse que en términos del artículo 248, segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Juzgadora al pronunciar la sentencia debe considerar que los actos impugnados gozan de presunción de legalidad, por lo que, en todo caso, correspondía al actor demostrar que el funcionario que emitió el referido acuerdo sancionatorio no cuenta con el nombramiento respectivo, lo cual no sucedió, ya que la simple manifestación de que no consta en autos el referido nombramiento del C. ***********, sólo constituye el señalamiento del supuesto vicio de ilegalidad antes alegado (omisión de exhibir el nombramiento como parte del acto de molestia), no así la acreditación de que éste último no cuenta con el nombramiento de Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, lo que debió demostrar y lo cual no aconteció; además de que como ya se dijo, dicho nombramiento no constituye, per se, un elemento o requisito de legalidad de los referidos actos de autoridad, por ende, es innecesario que las autoridades administrativas al emitir o notificar los mismos, deban acompañar el nombramiento del cargo que ocupan, y acreditar con éste los extremos que injustificadamente hace valer el demandante.
Máxime si lo que pretende el actor, además de poner en tela de juicio la competencia del Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, para emitir el acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, es que la persona que se ostenta como Coordinador debió exhibir su nombramiento para que tuviera certeza de que realmente tiene ese cargo conferido; cabe elucidar en ese sentido, que el impetrante pierde de vista, que el examen de la legitimidad de un funcionario y de la competencia de un órgano supone una distinción esencial: mientras la primera explica la integración de un órgano y la situación de una persona física frente a las normas que regulan las condiciones personales y los requisitos formales necesarios para encarnarlo y darle vida de relación orgánica, la segunda, como ya se dijo, determina los límites en los cuales un órgano puede actuar frente a terceros. 

Luego, si este Tribunal se encuentra vinculado únicamente al concepto de competencia del artículo 16 de la Constitución Federal, que no se refiere a la legitimidad de un funcionario ni la manera como se incorpora a la función pública, sino a los límites fijados para la actuación del órgano frente a terceros, esta Primera Sala Unitaria no puede examinar la referida legitimidad, que se refiere a la persona, al individuo nombrado para desempeñar determinado cargo público, pues ello implicaría estudiar aspectos vinculados con la competencia de origen, lo cual no está jurídicamente permitido, pues el citado precepto constitucional, sólo se encuentra referido a las atribuciones que el órgano público puede ejercer frente a terceros; aunado a que conforme al artículo 123, primer párrafo, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, se entiende como autoridad a la entidad moral, ya sea la administración pública estatal o municipal y sus organismos descentralizados, estatales y municipales e intermunicipales, y no a la física de quien o quienes ejercitan los actos de autoridad, razón por la cual esta Sala Juzgadora no está facultada para analizar la legitimidad de funcionarios públicos, cualquiera que sea la causa de irregularidad alegada. 
Sirven de apoyo a lo anterior, la tesis cuyos rubros, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Décima 

Registro: 2007420 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 10, Septiembre de 2014, Tomo III 

Materia(s): Común 

Tesis: XIX.1o.P.T. J/2 (10a.) 

Página: 2044 

“COMPETENCIA DE ORIGEN. LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO NO ESTÁN FACULTADOS PARA ANALIZAR LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN VINCULADOS CON ESE ASPECTO. Los Tribunales Colegiados de Circuito no están facultados para analizar los conceptos de violación que controvierten la designación de quien funge como representante del gobierno en una Junta Especial, con apoyo en un oficio emitido por el presidente de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, en tanto que ello conlleva combatir la legitimidad de la designación y, al discutirse su nombramiento como representante del gobierno, implicaría estudiar aspectos vinculados con la competencia de origen, lo cual no está jurídicamente permitido, pues el derecho consagrado en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, únicamente se refiere a los límites fijados a la autoridad para su actuación frente a los particulares.”

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO NOVENO CIRCUITO.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de septiembre de 2014 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del miércoles 17 de septiembre de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Época: Octava 

Registro: 224965 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo VI, Segunda Parte-2, Julio-Diciembre de 1990 

Materia(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: 

Página: 479 

“COMPETENCIA DE ORIGEN Y COMPETENCIA CONSTITUCIONAL DE LAS AUTORIDADES. La Constitución prevé tanto la competencia de origen como la competencia constitucional, aquélla, como ya lo determinó la Suprema Corte de Justicia, no puede ser examinada a través del juicio de amparo, ya que se estima que el Poder Judicial de la Federación no puede intervenir en una cuestión eminentemente política como es la designación de servidores públicos. Es necesario precisar que legitimidad y competencia son dos conceptos jurídicos esencialmente distintos, aunque a veces, pueden coexistir en una persona; así vemos que el nombramiento hecho en términos legales en favor de alguien que posea los requisitos necesarios impuestos por la ley, constituye la legitimidad de una autoridad, a la vez puede ejercer legalmente su competencia que no es más que la suma de facultades que la ley le da para ejercer sus atribuciones. La legitimidad se refiere a la persona, al individuo nombrado para desempeñar determinado cargo público y la competencia se relaciona sólo con la entidad moral que se denomina autoridad, abstracción hecha de las cualidades del individuo, sólo mira a las atribuciones que el órgano puede ejercer. Siendo esto así, bien se comprende que existan autoridades legítimas que son incompetentes legalmente, porque habiendo sido nombradas satisfaciendo todos los requisitos impuestos por la Ley, ésta no las autorice a realizar determinado acto o actúen fuera del territorio en que pueden hacerlo; asimismo puede haber autoridades que siendo ilegítimas sean competentes cuando no se satisfaga alguno de los requisitos necesarios para que su nombramiento se apegue al precepto o preceptos legales aplicables y, sin embargo, ejerza las facultades que la Ley otorgue al cargo.”

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 84/90. Super Tienda El Emporio Mercantil, S. A. 7 de junio de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretario: Emiliano Hernández Salazar.

Época: Octava Época 

Registro: 228527 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo III, Segunda Parte-1, Enero-Junio de 1989 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 

Página: 390 

“INCOMPETENCIA DE ORIGEN. NOCION Y DIFERENCIAS CON LA COMPETENCIA A QUE SE REFIERE EL ARTICULO 16 CONSTITUCIONAL. La noción de incompetencia de origen, nació hacia la segunda mitad del siglo pasado, para significarse con ella los problemas que entrañaban la ilegitimidad de autoridades locales, (presidentes municipales, magistrados y jueces, así como gobernadores) por infracciones a las normas reguladoras de su designación o elección para desempeñar cargos públicos. Las razones aducidas para distinguirla de las irregularidades examinadas en el rubro de competencia del artículo 16 constitucional, fueron que el conocimiento de aquellas cuestiones por los tribunales Federales se traduciría en una injustificada intervención en la soberanía de las entidades federativas, y redundaría en el empleo del juicio de amparo como instrumento para influir en materia política, la noción de incompetencia de origen así limitada en principio al desconocimiento de autoridades locales de índole política o judicial, se hizo sin embargo extensiva - por la fuerza de la tradición en el lenguaje forense- a todos los casos en que por cualquier razón se discutiera la designación de un funcionario federal o local perteneciente inclusive al Poder Ejecutivo, o la regularidad de su ingreso a la función pública. Así, se introduce una distinción esencial entre la llamada "incompetencia de origen" y la incompetencia derivada del artículo 16 constitucional, de manera similar a lo sucedido en otras latitudes cuando frente a los funcionarios "de jure" se ha creado una teoría de los funcionarios "de facto", esto es, aquellos cuya permanencia en la función pública es irregular, bien por inexistencia total o existencia viciada del acto formal de designación según cierto sector de la doctrina, bien por ineficacia sobrevenida del título legitimante, frecuentemente debida a razones de temporalidad o inhabilitación, según otros autores. El examen de la legitimidad de un funcionario y de la competencia de un órgano supone una distinción esencial: mientras la primera explica la integración de un órgano y la situación de una persona física frente a las normas que regulan las condiciones personales y los requisitos formales necesarios para encarnarlo y darle vida de relación orgánica, la segunda determina los límites en los cuales un órgano puede actuar frente a terceros. En este sentido, el artículo 16 constitucional no se refiere a la legitimidad de un funcionario ni la manera como se incorpora a la función pública, sino a los límites fijados para la actuación del órgano frente a los particulares, ya que son justamente los bienes de éstos el objeto de tutela del precepto en tanto consagra una garantía individual y no un control interno de la organización administrativa. Por lo tanto, ni los tribunales de amparo ni los ordinarios de jurisdicción contencioso -administrativa federal, por estar vinculados al concepto de competencia del artículo 16 constitucional, reproducido en el artículo 238, fracción I, del Código Fiscal de la Federación, pueden conocer de la legitimidad de funcionarios públicos, cualquiera que sea la causa de irregularidad alegada; lo anterior, sin perjuicio de la posible responsabilidad administrativa o quizá penal exigible a la persona dotada de una investidura irregular o incluso sin investidura alguna.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 2093/88. Carlos A. Cruz Morales. 5 de febrero de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretaria: Adriana Leticia Campuzano Gallegos.

Época: Séptima 

Registro: 253786 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Volumen 88, Sexta Parte 

Materia(s): Común 

Tesis: 

Página: 26 

“COMPETENCIA DE ORIGEN. Tratándose de la falta de competencia de origen de las autoridades responsables, la autoridad judicial carece en principio de facultades para juzgar sobre la legitimación de esas autoridades señaladas como responsables, porque para efectos del amparo, en los términos de la fracción I del artículo 103 constitucional, se entiende como autoridad responsable a la entidad moral y no a la física de quien o quienes ejercitan los actos de autoridad.”
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 597/75. Avivah, S.A. 27 de abril de 1976. Unanimidad de votos. Ponente: Abelardo Vázquez Cruz.

Cuanto más, contrario a lo argüido por el demandante, al citarse en el acuerdo de diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, el punto 3.2.8.1 del Acuerdo General Administrativo que modifica la Estructura Orgánica de la Contraloría Interna Municipal de San Luis Potosí, se desprende que el Coordinador General de Investigación y Auditoría Administrativa, Financiera y de Control Interno, está facultado para actuar con funciones de autoridad, precisamente como órgano integrante de la Contraloría Interna Municipal de San Luis Potosí, de ahí que no se deje en estado de indefensión al aquí actor, ya que puede constar inclusive como alega, si el referido “cargo” existe dentro de la estructura orgánica de dicha entidad moral. 
En las relacionadas condiciones, al no acreditar el demandante que en relación con el acto impugnado, consistente en el oficio número *********** de 03 de enero de 2019, precisado en el Resultando I., se actualice alguna de las hipótesis de ilegalidad de los actos administrativos previstas en el artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, prevalece la presunción de legalidad del referido acto controvertido, presunción que se encuentra prevista para los actos de autoridades administrativas en el segundo párrafo del artículo 248, Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, debiéndose en consecuencia reconocer la VALIDEZ del acto citado, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado, de acuerdo a los razonamientos precisados en los Considerandos Sexto, Séptimo y Octavo de esta sentencia.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- La parte actora no probó su pretensión, en consecuencia;

TERCERO.- Se reconoce la VALIDEZ del acto impugnado consistente en el oficio número *********** de 03 de enero de 2019, precisado en el Resultando I., por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y mediante oficio a la Autoridad Demandada.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� Época: Novena Época, Registro: 166683, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Agosto de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A. J/46, Página: 1342.





